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INTRODUCCIÓN

LOS CUIDADOS Y LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

Los cuidados en un sentido amplio, son todas las actividades necesarias para la reproduc-
ción y sostenimiento de la vida: cuidado de niñas/os, personas dependientes, la prepara-
ción de la comida, la limpieza y el cuidado del ambiente donde se habita y la gestión para 
que todo eso suceda, que conlleva un componente afectivo (Pérez Orozco, 2011).

Todas las personas tienen derecho a cuidar, a ser cuidadas y al autocuidado y, si bien los 
cuidados son responsabilidad de todas las personas y actores sociales, existen desigualda-
des en la distribución y en el acceso. Recaen mayormente en las familias, y dentro de ellas, 
en las mujeres, a través del trabajo no remunerado y no reconocido que realizan dentro 
del hogar y por fuera del mercado (Sanchís, 2020). La división en trabajo “productivo y 
reproductivo” está estrechamente asociada a la construcción de estereotipos de género. El 
hecho de que las tareas de cuidado y reproducción social de la vida sean consideradas ta-
reas propiamente femeninas, se sitúa en la base de las desigualdades sociales y de género, 
porque limita la participación de las mujeres en el mercado de trabajo.

Por otro lado, no todas las familias acceden de igual manera a los cuidados sino que, mu-
chas veces, depende del nivel de ingresos del hogar. Es en los cuidados donde se reflejan 
más claramente las desigualdades de género y las sociales (Sanchís, 2022).

El Estado, en tanto uno de los principales efectores de los cuidados, aparece, en un primer 
momento vinculado a la política educativa y de la salud, así como también en la interven-
ción en el mercado, a través de políticas laborales que lo regulan.

En los últimos años, algunos gobiernos de América Latina y el Caribe han avanzado en 
la propuesta de implementación de sistemas de cuidado. En el Compromiso de Buenos 
Aires, firmado durante la xv Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el 
Caribe en noviembre de 2022, los gobiernos de la región se comprometieron a avanzar en 
ese sentido, y movilizar para ello recursos fiscales (cepal, 2022).

ESTIMACIONES DE LA INVERSIÓN PÚBLICA EN CUIDADOS

El financiamiento de un sistema de cuidados que ofrezca respuestas a las diversas de-
mandas que existen en la sociedad, genere empleos de calidad y releve de la obligación 
de brindarlos a las personas que desempeñan esas funciones en forma no remunerada, 
en su gran mayoría mujeres, es un desafío que ha ido ganando espacio en las agendas 
públicas de la región. En Argentina, el interés por esta temática ha dado lugar a una vasta 
discusión sobre los alcances del sistema de cuidado y al surgimiento de iniciativas concre-
tas para implementarlo. Provenientes del ámbito público, académico y de los organismos 
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especializados, estas iniciativas se orientaron a dimensionar los múltiples aspectos de la 
economía del cuidado y a identificar a las personas involucradas, tanto desde la oferta 
como la demanda de cuidado, para su reconocimiento y mejor acceso a sus derechos.

Un aporte fundamental en ese sentido es la metodología de estimación de costos e impac-
tos económicos de las inversiones en cuidados desarrollada por onu Mujeres y la Organi-
zación Internacional del Trabajo (oit) en 2021. En base a un sistema de cuidados que se 
establece como objetivo a alcanzar en el mediano plazo, permite obtener una medida de 
las inversiones necesarias para financiar el déficit existente en los subsectores de cuidados 
en un determinado dominio.

En Argentina, diversos estudios han utilizado esta metodología para proyectar al año 2030 
el costo de extender los cuidados en educación, salud y cuidados de larga duración a la po-
blación demandante, según hipótesis alternativas de cobertura y calidad de los servicios. 
Para el nivel nacional, Marzonetto et al. (oit, 2022) realizaron las estimaciones corres-
pondientes para los subsectores del cuidado mencionados, incorporando al análisis un 
modelo de insumo–producto que permitió la obtención de efectos indirectos e inducidos 
de las inversiones en cuidado sobre el producto y el empleo. A nivel subnacional, se reali-
zaron estudios para las provincias de Santa Fe (onu Mujeres, 2023a), Chaco (onu Mujeres, 
2023b), Buenos Aires (onu Mujeres, Asociación Civil Lola Mora, 2023a), La Rioja (onu Mu-
jeres, Asociación Civil Lola Mora, 2023b), y Neuquén (onu Mujeres, Asociación Civil Lola 
Mora, 2024).

La obtención de los indicadores de inversión arroja luz sobre el esfuerzo fiscal que se ne-
cesita para garantizar progresivamente el derecho al cuidado a la totalidad de la población 
demandante. En ese sentido, los informes realizados en Argentina ofrecen información 
clave para la planificación económica y la implementación coordinada de la agenda de los 
cuidados. En otros términos, informan acerca de las inversiones requeridas para que una 
porción creciente de la población acceda a su derecho al cuidado, y se reduzca, de esta 
manera, la brecha que se observa entre la cobertura en la línea de base y la cobertura plan-
teada como objetivo de política pública.

Además de producir resultados de gran relevancia, la adaptación de la metodología ori-
ginal a los ámbitos locales y específicamente al dominio subnacional, permitió visualizar 
una serie de aspectos técnicos relacionados con las cuentas provinciales y con las condi-
ciones de línea de base de las provincias estudiadas, que resulta de importancia para com-
plementar la información que brindan los ejercicios de costeo. Estos aspectos técnicos son 
característicos de los casos bajo estudio y explican en buena medida los volúmenes de in-
versión necesarios para alcanzar mayores niveles de cobertura y calidad de los cuidados.

Este informe propone una mirada sobre la situación actual del sistema de cuidado y las 
perspectivas de su ampliación, entendiendo que los costeos expresan la distancia en 
términos de financiamiento que se debe recorrer para alcanzar un sistema que brinde 
servicios de cuidado de calidad y con cobertura para toda la población demandante. Con 
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estas herramientas es posible analizar los subsectores del cuidado: educación, salud y 
cuidados de larga duración, e identificar el esfuerzo fiscal y los impactos económicos de 
extender estos sistemas hacia porciones crecientes de población.

Entre los impactos en la economía, se destacan los efectos de creación de empleo, origi-
nados tanto en impulsos de demanda como de oferta en el mercado de trabajo. En ambos 
casos, tiene efectos favorables para las mujeres, en el primer caso, porque el mercado la-
boral del sector de los cuidados se encuentra feminizado, y porque son las mujeres las que 
mayormente se verán liberadas del tiempo que dedican a los cuidados no remunerados, y 
podrán así incrementar su oferta de empleo, su empleabilidad y sus ingresos. La incorpo-
ración de nuevas trabajadoras y la mejora de sus condiciones de trabajo reduce las brechas 
de género y los índices de pobreza de ingresos y de tiempo para las mujeres.

En este informe se plantea también la cuestión de los cuidados comunitarios, sosteniendo 
que su potencial inclusión en los ejercicios de costeos y, en definitiva, el compromiso de su 
financiamiento, es fundamental para garantizar los derechos laborales de las/os cuidado-
ras/es, así como para preservar la integridad de las personas cuidadas y de sus familias, a 
quienes se asegura un servicio de cuidado de calidad.

La crisis de los cuidados que irrumpió en los últimos años y de manera pronunciada du-
rante la pandemia del Covid‒19, ha dejado al descubierto el carácter feminizado, familia-
rista y no remunerado de los cuidados.

A pesar del rol fundamental que adquirieron los cuidados comunitarios durante la pan-
demia, al asumir la atención de niñeces, personas adultas mayores y con dependencia en-
tre los sectores vulnerables, no se ha consolidado una estructura de empleo pleno que los 
identifique y los contenga. Gran parte de los/as trabajadores/as comunitarios/as perma-
nece en la informalidad y ejerce sus funciones sin ningún tipo de registro. En los últimos 
años se implementaron algunas iniciativas tendientes a identificar y formalizar estos em-
pleos, que incluyen registros de trabajadoras/es y de unidades de producción, como come-
dores y merenderos, entre otros. En este informe se reportan algunas de ellas, aunque no 
siempre resulte posible determinar su estado actual, ya que el cambio de gobierno a nivel 
nacional en diciembre de 2023 ha significado el desfinanciamiento de gran parte de las 
políticas de cuidado.

Finalmente, en el espíritu de realizar propuestas para mejorar el acceso a los derechos 
laborales de las/os cuidadoras/es comunitarias/os, el informe también recupera algunas 
experiencias de trabajadoras/es de otros sectores productivos que lograron formalizarse 
y acceder a los beneficios de la seguridad social para sí mismos y para sus dependientes, 
como es el caso de algunas organizaciones de recuperadoras/es urbanas/os de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires.

El presente informe se estructura en cuatro secciones. La primera, recurre a los cos-
teos realizados en las provincias de Buenos Aires, La Rioja y Neuquén, para examinar 
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la metodología utilizada en la estimación del esfuerzo fiscal requerido para expandir el 
sistema de cuidado y analizar su adaptación a los casos provinciales. Además de revisar 
los pasos correspondientes a la estimación, se destacan los elementos que pueden tener 
una incidencia significativa en la conformación del costo final. La sección ii desarrolla el 
marco teórico de los cuidados comunitarios, entendiendo que la imposibilidad de inte-
grarlos a los costeos podría ser una insuficiencia de la metodología implementada. La sec-
ción iii revisa las iniciativas públicas para identificar y formalizar los trabajos en sectores 
sociocomunitarios, incluyendo los programas de registración y los avances y propuestas 
legislativas. Además revisa las alternativas que han mostrado eficacia para formalizar tra-
bajadores/as de diversos sectores de la economía popular, así como algunos instrumentos 
que pueden ser de utilidad para propiciar su registración. La sección iv concluye con algu-
nas reflexiones y recomendaciones sobre el camino a seguir en esta agenda.
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SECCIÓN I. METODOLOGÍA DE ESTIMACIÓN DE COSTOS Y BENEFICIOS 
ASOCIADOS A LA EXPANSIÓN DE LOS SISTEMAS DE CUIDADO

La estimación del esfuerzo fiscal asociado a la expansión de los servicios de educación, 
salud o cuidados de larga duración es un ejercicio que ha sido ampliamente aplicado en 
la práctica económica. Los proyectos de reforma educativa, de atención a la dependencia 
en personas adultas mayores, a sectores de la población con necesidades específicas y de 
salud, han sido por lo general acompañados de estudios de necesidades de inversión y 
financiamiento.

Sin embargo, el cálculo simultáneo de los costos y los impactos económicos de implemen-
tar un sistema de cuidados, con la ampliación de sus respectivos subsectores, incluyendo 
el conjunto de variables relevantes y la valoración de escenarios con distinto grado de co-
bertura, reconoce un desarrollo más reciente. En los últimos años, se han desarrollado di-
versas metodologías y herramientas que permiten estimar los costos de ofrecer servicios 
de cuidados, a la vez que calcular los beneficios de sus potenciales efectos colaterales en el 
Producto Interno Bruto (pib), el empleo y los ingresos fiscales de segunda vuelta, permi-
tiendo así la construcción de escenarios prospectivos (onu Mujeres 2022b).

Una de las metodologías más extendidas tiene su raíz en la desarrollada por Ilkkarakan, 
Kim y Kaya (2015). Implementada inicialmente para el sector de cuidados de educación y 
primera infancia en Turquía, brinda una estimación de los recursos necesarios para expan-
dir las prestaciones al año 2030, ante hipótesis alternativas de cobertura y calidad de estos 
servicios. También se utiliza para proyectar los impactos económicos de las inversiones en 
cuidado, como la creación de empleo y el crecimiento de la recaudación fiscal. Esta metodo-
logía de estimación de costos e impactos económicos es una de las más difundidas: numero-
sos autores la adaptaron para distintos sectores del cuidado a nivel nacional o subnacional.

En Argentina diversos estudios han utilizado la metodología de oit y onu Mujeres (2021) 
para estimar el esfuerzo fiscal necesario y los impactos económicos de implementar un 
sistema integral de cuidados. Para el nivel nacional, Marzonetto et al. (2022) realizaron las 
estimaciones correspondientes, incorporando al análisis un modelo de insumo–produc-
to que permitió la obtención de efectos indirectos e inducidos de las inversiones sobre el 
producto y el empleo. A nivel subnacional, se realizaron los estudios mencionados para las 
provincias de Santa Fe, Chaco, Buenos Aires, La Rioja, y Neuquén.

La metodología ha sido descripta y detallada en numerosas contribuciones (oit y onu Mu-
jeres, 2021; onu Mujeres, 2022). En este informe, para realizar las estimaciones se sugiere 
atravesar las siguientes etapas:

1. Definición de los subsectores del cuidado a estimar
2. Estimación de la demanda potencial y relevamiento de la oferta existente de
	 cuidados en cada subsector
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3. Estimación del déficit de cobertura y calidad de cuidados en cada subsector
4. Definición de escenarios para la reducción de esos déficits
5. Estimación del esfuerzo fiscal para reducir los déficits en cada escenario
6. Estimación del empleo generado por la inversión en cuidados en cada uno
	 de los escenarios

Si bien la metodología es lo suficientemente general como para ser aplicada en distintos 
niveles, es cierto que, en el caso de las estimaciones subnacionales de las provincias de 
Buenos Aires, Neuquén y La Rioja, se observan particularidades relacionadas a las cuentas 
provinciales y a las magnitudes de las economías provinciales que es conveniente destacar.
A continuación, se detalla cada una de las etapas enumeradas y se comentan algunos de los 
resultados que se obtuvieron para las provincias de Argentina.

1. DEFINICIÓN DE LOS SUBSECTORES DEL CUIDADO
 
Los servicios de cuidado abarcan una heterogénea batería de dispositivos que permiten 
aliviar la cantidad de tiempo que las familias dedican a cuidar a las infancias, las personas 
adultas mayores con dependencia y las personas con discapacidad y dependencia. Los ser-
vicios de cuidado por fuera de las familias pueden ser de provisión privada, comunitaria o 
pública (onu Mujeres, 2023b).

El alcance de lo que se entiende por servicios de cuidado deriva de una conceptualización 
integral realizada por oit (2019). Incluyen una amplia gama de servicios prestados por di-
versos/as trabajadores/as, tales como el personal médico y de enfermería, terapeutas, au-
xiliares médicos, especialistas en educación de la primera infancia, docentes de primaria y 
secundaria, trabajadores/as de los servicios de asistencia a la infancia y trabajadores/as de 
casas particulares, entre otros. En el marco de la herramienta para realizar los costeos, los 
servicios de cuidado que establecen el objetivo para las inversiones públicas comprenden 
los siguientes sectores de actividad económica:

Educación
Salud
Cuidados de larga duración

En tanto, dos importantes sectores excluidos en esta enumeración son:

Trabajo doméstico
Servicios comunitarios

Cabe aclarar que, para cada caso, los equipos de trabajo de costeos tomaron la decisión de 
qué servicios de los subsectores elegidos serían objeto de estudio. Por ejemplo, en salud, 
en la provincia de Buenos Aires se incluyó la atención a las personas víctimas de violencias 
por motivos de género y los dispositivos para ello.
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Subsectores del cuidado

La selección de los subsectores deja fuera del análisis a dos de gran relevancia. 
Por un lado, el sector de trabajo en casas particulares, que involucra todas las tareas 
de cuidado de personas y actividades domésticas que se realizan dentro del hogar de 
manera remunerada. Se trata de un sector fuertemente feminizado, con alta infor-
malidad y bajos salarios (onu Mujeres, 2022). En América Latina y el Caribe, entre 11 
y 18 millones de personas se dedican al trabajo doméstico remunerado, de las cuales 
el 93% son mujeres (cepal, 2020). En Argentina, el 14% de las mujeres ocupadas, 850 
mil, son trabajadoras de casas particulares, un sector feminizado en un 98%, que 
detenta el mayor nivel de informalidad, con 76% (Ecofeminita, 2024, en base a la 
Encuesta Permanente de Hogares). 

Por otro lado, no ha sido posible incluir en la metodología el sector de cuidados 
comunitarios. Por su relevancia en términos de atención a la demanda de cuida-
dos en los territorios y sus implicancias para las políticas públicas, sería importan-
te poder dimensionarlo y estimar los costos de su financiamiento. Estos cuidados 
abarcan un amplio abanico de actividades: cuidado de niñas, niños, jóvenes y pobla-
ción mayor; alimentación y nutrición, atención y promoción de la salud; acompaña-
miento, sostén y prevención en temas de consumo problemático o de violencia por 
razones de género; cuidado del ambiente, además de otros servicios comunitarios 
vinculados a la recreación, el deporte, la cultura y la comunicación. 

En Argentina, así como en toda América Latina y el Caribe, los cuidados comu-
nitarios suelen vincularse a las dinámicas de sectores vulnerables y con privaciones 
económicas y materiales: “Se trata de diversas formas de militancia y activismo so-
cial, confesional o político que van al encuentro de las necesidades no resueltas en el 
entorno territorial de cuidado de niños en guarderías y jardines infantiles, comedo-
res comunitarios, apoyo escolar.” (Sanchís, 2020). En los territorios, no son el Estado 
ni el mercado los que contribuyen a desfamiliarizar los cuidados, sino estas estrate-
gias colectivas que, no obstante, replican el carácter feminizado y no remunerado de 
los cuidados dentro del hogar.

Los relevamientos existentes coinciden en caracterizar los trabajos comunitarios 
como un conjunto heterogéneo de acuerdos laborales, que en la mayoría de los ca-
sos tienen en común la falta de reconocimiento y un alto grado de precariedad en el 
ejercicio de las funciones, incluso en las posiciones asalariadas o más formalizadas 
de la organización comunitaria. Gran parte de los/as trabajadores/as comunitarios/
as permanece en la informalidad y ejerce sus funciones sin ningún tipo de registro. 

La provisión de cuidados de calidad es la forma de liberar a las mujeres de la 
mayor carga del trabajo de cuidado no remunerado, propiciando su acceso libre al 
mercado de trabajo en todos los sectores de la economía y en distintos niveles de 
calificación. 

Disponer de tramas de cuidados comunitarios consolidados, con salario y de-
rechos laborales para las cuidadoras comunitarias, brinda cuidados de calidad y 

Comentario a la
metodología #1
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genera empleo desde la demanda, así como por impulso de la oferta, al contar las 
mujeres con el tiempo para ello. 

El rol determinante que tienen los cuidados comunitarios en la mejora de las 
condiciones de vida de los hogares junto al deterioro de las condiciones laborales 
que muestran, explican la importancia de este sector para el análisis de los cuidados.

2. ESTIMACIÓN DE LA DEMANDA POTENCIAL DE CUIDADOS 
Y RELEVAMIENTO DE LA OFERTA EXISTENTE EN CADA SUBSECTOR

La organización social del cuidado y el uso del tiempo

La importancia de invertir en sistemas de cuidado y, por lo tanto, de los costeos o ejercicios 
realizados para estimar la inversión por parte de los Estados para satisfacer la demanda de 
la población, se desprende de una situación de desigualdad en la distribución del trabajo 
de cuidado entre los diversos efectores, que sobrecarga a las familias por sobre el Estado, 
el mercado y la comunidad, y a las mujeres por sobre los varones. 

Las encuestas de uso del tiempo son herramientas que permiten observar estas desigual-
dades y realizar un análisis del tiempo destinado por las personas según su género a todas 
las formas de trabajo, incluidas las distintas actividades vinculadas al trabajo doméstico y 
de cuidados, al trabajo remunerado, al trabajo para la comunidad y al trabajo voluntario, 
así como a las actividades personales (cepal, 2021). La recopilación de los datos sobre uso 
del tiempo “es parte integral de la meta 5.4 del Objetivo de Desarrollo Sostenible 5 de las 
Naciones Unidas, que exige reconocer, reducir y redistribuir el trabajo de cuidado no re-
munerado como condición para lograr la igualdad de género” (indec, 2022).

En Argentina la Encuesta Nacional de Uso del Tiempo (enut) más reciente es la realizada 
por el Instituto Nacional de Estadística y Censo (indec) en 2021.

Cabe aclarar que, a diferencia de la metodología aplicada en los ejercicios  de costeos que 
son objeto del presente análisis, la enut no considera a las instituciones educativas ni 
a las sanitarias, tanto públicas como privadas, como efectoras de cuidado. Es decir, los 
trabajos y actividades del cuidado son los relacionados con el cuidado directo de perso-
nas, la alimentación y el trabajo doméstico, entre otros, que, cuando son realizados dentro 
del hogar, no son remunerados. No obstante esta distinción, la información que arroja la 
enut confirma el hecho de que las tareas de cuidados en Argentina están feminizadas y fa-
miliarizadas, situación que constituye un punto de partida para la propuesta de fortalecer 
los servicios de cuidado por parte del Estado.

Según los datos relevados en la enut de 2021, el 42% de los hogares argentinos posee per-
sonas demandantes de cuidados que, acorde a las definiciones utilizadas en la encuesta, 
son aquellas que necesitan asistencia, acompañamiento o apoyo para realizar las activi-
dades básicas de la vida diaria: niños y niñas de hasta 13 años y personas de 14 años y más 
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que requieren de cuidados o atención, sea de manera permanente o por algún período de 
tiempo (indec, 2022).

Del total de hogares con población demandante de cuidados, aquellos solo con niñas y ni-
ños de hasta 13 años representan el 84,3%, en tanto los que cuentan con personas de 14 años 
y más con diversos grados de dependencia, representan el 12,3%. Esto equivale al 35,3% 
y 5,15% del total de hogares del país respectivamente, según cálculos propios en base a la 
enut.

gráfico 1. Hogares por condición de demanda de cuidado, en porcentaje

Fuente: Elaborado en base a la enut 2021

 
En lo que respecta a la oferta de los cuidados contemplados en la enut, las instituciones 
encargadas de proveerlos son la familia, el Estado, el mercado y la comunidad. Algunos 
hogares requieren más de un efector de cuidado para resolver sus necesidades. Por lo tan-
to, las estrategias de cuidado son múltiples y pueden darse de manera coincidente. Más 
allá de esta multiplicidad, casi la totalidad (el 98,6%) de los hogares con población deman-
dante de cuidados recurre al trabajo no remunerado de una persona del propio hogar o de 
familiares cercanos, y 7 de cada 10 hogares lo resuelven exclusivamente de esta manera. 
Quienes pueden contratar servicios domésticos y de cuidado en el mercado representan 
apenas el 8,9% de los hogares que demandan cuidados. 

En los hogares, quienes prestan esos cuidados no remunerados son en su gran mayoría 
mujeres, que dedican en promedio 6.30 horas diarias contra 3.40 de los varones (indec, 
2022).

El acceso a los dispositivos para resolver las necesidades de cuidados es desigual, ya que 
los hogares de menores recursos deben recurrir al trabajo no remunerado, y también la 
responsabilidad de los cuidados es desigual, al recaer mayormente en las familias y, den-
tro de ellas, en las mujeres. Este hecho repercute en su vida laboral dado que, al disponer 
de menos tiempo para el empleo rentado, las mujeres acceden a trabajos más precarios, 
informales y peor pagos.

58,10 %
No demandantes 

35,30 %
Demandantes con solo niñas 
y niños menores de 13 años

5,20 %
Demandantes solo por presencia
de mayores de 14 años con dependencia  
1,40 %
Otros
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La organización social del cuidado, tal como se encuentra en la actualidad, es un vector de 
desigualdades sociales y de género; reproduce y perpetúa las inequidades existentes en la 
sociedad y al interior de los hogares. Esta es la situación que se espera modificar a través 
de la provisión de cuidados de calidad.

Análisis de la demanda y oferta de servicios de cuidados 

En los ejercicios de costeo que se realizaron en las provincias de Buenos Aires, La Rioja y 
Neuquén, centrados en educación, salud y cuidados de larga duración, la demanda y la 
oferta se definieron en relación a las poblaciones relacionadas con esos subsectores. El 
cuadro a continuación resume la demanda y oferta de servicios de cuidado incluidas en 
los costeos.

tabla 1. Costeos en provincia de Buenos Aires, La Rioja y Neuquén.
Demanda y oferta de educación, salud y cuidados de larga duración

Demanda Oferta

Educación

• Infancias entre 0 y 8 años 
• Personas con discapacidad entre 6 y 18 años no 
integradas a la educación común

• Dispositivos de cuidado y educación en la 
primera infancia (cepi) 
• Primer ciclo de la educación primaria común 
• Educación primaria y secundaria especial

Salud

• Población en general 
• Personas con problemas de salud mental,  
• Población mayor de edad en situación de
violencia por motivos de género 
• Personas en situación de consumo 
problemático

• Profesionales de la salud 
• Dispositivos de atención telefónica y 
presencial a personas en situación de violencia 
de género 
• Refugios para personas en situación de
violencia de género 
• Dispositivos de atención al consumo
problemático
• Dispositivos de atención a varones en busca
de desaprender conductas violentas.

Cuidados de larga duración

• Personas adultas mayores de 65 años con 
dependencia básica 
• Personas con discapacidad y dependencia 
severa entre 6 y 64 años

• Cuidados domiciliarios (remunerados en casas 
particulares)
• Cuidados realizados en instituciones con
residencia de larga estadía
• Cuidados ambulatorios realizados en
instituciones (centros de día)

*mpe: Médicos/as, parteros/as y enfermeros/as

Fuente: elaboración propia en base a onu Mujeres, Asociación Civil Lola Mora (2023a, 2023b y 2024).

La demanda de cada tipo de cuidado se estimó considerando las proyecciones poblacio-
nales del Instituto Nacional de Estadística y Censo para el año 2030 y aplicando a esta 
población los parámetros observados para poblaciones particulares. Para segmentos 
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específicos de demanda de cuidados, como discapacidad, violencia de género, población 
con dependencia y consumo problemático, se aplican a la población proyectada las tasas 
de prevalencia vigentes en el año base.

En cuanto a la oferta, en educación existe un alto nivel de cobertura, a excepción del nivel 
maternal. Cabe mencionar que los indicadores promedio para todo el país pueden ocultar 
profundas asimetrías cuando se analizan los niveles subnacionales. Un estudio de 2004 
que analiza las desigualdades regionales y provinciales en el acceso a la educación inicial 
de las infancias, señala que las condiciones económicas y sociales ejercen un fuerte peso 
sobre esa posibilidad. Es justamente la población que vive en aquellas regiones y provin-
cias que han sido postergadas históricamente por los modelos de desarrollo dominantes, 
la que también tiene menor posibilidad de acceso a la educación. Las desigualdades se 
reproducen al interior de las provincias; en algunas localidades la exclusión ya no parece 
ser la excepción, sino más bien la regla (ctera, 2004). Las condiciones laborales de los y las 
profesionales de la educación también son parte de los indicadores de oferta. 

En el subsector salud, la oferta se modela por medio de indicadores que expresan la pre-
sencia de profesionales de la salud, o la existencia de dispositivos de atención específica en 
el caso de la atención a las violencias. 

Los lineamientos de la Organización Mundial de la Salud (2016) establecen como estándar 
internacional un umbral mínimo de 4,45 trabajadores/as de la salud para las categorías 
principales (personal médico, partero y de enfermería) por cada 1.000 habitantes. En Ar-
gentina, la razón es de 6,8 médicas/os, parteras/os y enfermeras/os por cada 1.000 habi-
tantes. Si bien a nivel agregado este coeficiente supera las aspiraciones establecidas en 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods), se trata de un promedio para todo el país, 
que se caracteriza por sus fuertes asimetrías territoriales. En línea con lo señalado para el 
subsector de educación, existe evidencia de que, si bien la cantidad de médicos/as parece 
no ser un problema en Argentina, sí lo es la distribución desigual de los recursos humanos 
a lo largo del territorio (onu Mujeres y Asociación Civil Lola Mora, 2023). Un estudio de 
2022 informa que en Argentina el 72% del personal médico se concentra en cuatro juris-
dicciones: Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Provincia de Buenos Aires, Córdoba y Santa 
Fe. Según el estudio, la capital del país tiene una tasa de 16,5 profesionales por cada mil 
habitantes, mientras que, en el otro extremo, Santiago del Estero y Formosa apenas 1,8 y 
1,9 respectivamente. La situación de la distribución de médicos/as en Argentina desde 1954 
a la actualidad fue empeorando en detrimento de las provincias con mayores necesidades 
(Silberman y Silberman, 2022).
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Análogamente, en relación al personal de la salud de otras especialidades las estimaciones 
de la Organización Mundial de la Salud (oms, 2016) informan que, para los países de ingre-
sos medio‒altos, el parámetro es de 0,406, es decir, 4 profesionales de otras especialidades 
por cada 10 de las primarias. Argentina presenta una situación en términos de cobertura 
que supera las aspiraciones establecidas en el ods 3 referido a salud y bienestar1 (Marzone-
tto et al., 2022). Como se señaló, este valor resulta de obtener el promedio para el total de 
las jurisdicciones, algunas de las cuales podrían encontrarse muy por debajo de este valor.

En el caso de las provincias de Buenos Aires y Neuquén, la oferta en el subsector salud tam-
bién está dada por los dispositivos de atención a personas en situación de vulnerabilidad 
por violencia de género. Estos dispositivos atienden en forma presencial y en forma tele-
fónica, a través de la Línea 144 en la Provincia de Buenos Aires y la Línea 148 en la Provincia 
de Neuquén. 

Respecto de los cuidados de larga duración, se identifican dos tipos, según el espacio de la 
prestación: domiciliarios e institucionales. La metodología propuesta por oit y onu Muje-
res (2021), establece que el estándar mínimo de personas beneficiarias debe ser del 12,4 % 
de la población objetivo. En el estudio de oit (2022) para Argentina, se reporta una cober-
tura observada promedio del 14%, que resulta, a simple vista, mayor al estándar mínimo 
internacional. Sin embargo, este valor es un promedio nacional que no da cuenta de la 
multiplicidad de situaciones entre las jurisdicciones de menor tamaño. Además, en el caso 
de los cuidados de larga duración, existe una heterogeneidad de arreglos, muchos de los 
cuales se dan al interior de los hogares, que no resultan fáciles de clasificar.

3. ESTIMACIÓN DEL DÉFICIT DE COBERTURA Y CALIDAD DE CUIDADOS
EN CADA SUBSECTOR

La cobertura se define como la proporción de la demanda que se encuentra satisfecha con 
oferta de servicios.

La calidad de los servicios se aproxima por dos indicadores:

Salario de los/as cuidadores/as
Ratio entre beneficiarios/as por cuidador/a

1. El ods 3 refiere a metas de salud y bienestar para 2030, como lograr la cobertura sanitaria universal, entre otras. 
Las metas pueden verse aquí: https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/health/ 

https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/health/
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/health/
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Salarios propuestos para cuidadores/as
como indicador de la calidad del servicio

Los salarios propuestos para los/las cuidadores/as constituyen un componente 
importante del costo final del sistema de cuidados. En la metodología se considera 
al salario un indicador de la calidad del servicio prestado, ya sea en educación, salud 
o cuidados de larga duración. De ahí que un aumento en el nivel de ingresos de los/
as cuidadores/as, se asocia con mejor educación, mejor salud y mejores cuidados de 
larga duración. Estos supuestos están basados en Ilkkarakan y Kim (2019). Allí se se-
ñala que, “si bien no hay guías internacionales acordadas, dos criterios comúnmente 
utilizados para evaluar la calidad de la educación temprana son los topes máximos a 
la ratio niños – maestra y los salarios docentes”.

La vinculación entre salarios docentes y calidad educativa es un debate recurrente 
en la bibliografía especializada, que produjo evidencia en sentidos no siempre con-
vergentes. Sin embargo, es claro que una escala salarial alta, competitiva y acorde a 
las funciones requeridas, jerarquiza la profesión, atrae a personas más motivadas y 
predispone mejor al personal docente en el desempeño de sus funciones. Mejores 
salarios son incentivo para que más jóvenes se decidan por la carrera docente y para 
retener a aquellos con mayor formación; reducen el pluriempleo, característico de la 
docencia y, por lo tanto, liberan tiempo para la capacitación continua. También es 
claro que en Argentina los salarios docentes han sido históricamente bajos, lo que 
empuja las cifras del pluriempleo. Un informe del Observatorio de Argentinos por la 
Educación mostró que el 30,5% de los/as docentes de primaria en el país trabajan en 
dos o más escuelas: una proporción muy superior al promedio de los países de Amé-
rica Latina, que es 11,4% (Dillon, A., 2023). 

Otro aspecto de los costeos que interesa destacar es que las estimaciones reali-
zadas para las provincias argentinas en varias de las prestaciones establecen que el 
ingreso horario bruto de los/las cuidadores/as sea equivalente al ingreso horario de 
un/a trabajador/a asalariado/a registrado/a que tenga entre 24 y 64 años con estudios 
universitarios completos. De esta forma se está asumiendo la profesionalización de 
buena parte de la fuerza de trabajo en el sector de cuidados, mientras en la actuali-
dad gran cantidad de posiciones en dicho sector no requiere titulación universitaria.

Este punto debe ser objeto de mayor análisis. Una mejora salarial es totalmente 
necesaria en el ámbito docente, la cual debe ser encarada en forma selectiva. En la 
metodología, una sobreestimación del volumen salarial futuro puede resultar en un 
sobredimensionamiento de los costos totales del sistema.

Comentario a la
metodología #2
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Ratios de beneficiarios/as por cuidador/a

En la metodología se asume que una menor ratio de beneficiarios/as por cuida-
dor/a equivale a una mejora en la calidad del servicio. La vocación de mejora en las 
condiciones de los servicios podría configurar situaciones en las que el número de 
beneficiarios/as por cuidador/a parece ser relativamente bajo.

En el caso de la inversión en educación, por ejemplo, el informe de Neuquén 
plantea la siguiente evolución del número de estudiantes por docente: para un esce-
nario de máxima expectativa, deberían alcanzarse 8 estudiantes por docente en el 
primer ciclo de primaria (6 a 8 años), lo que resulta en valores mucho más bajos que 
los estándares recomendados por los organismos internacionales.

tabla 2. Ratios de estudiantes por docente, provincia de Neuquén

Nivel de educación

Escenario

Statu quo Mínima Media Máxima

Maternal 3 4 4 4

Inicial 8 7 7 7

1er. ciclo primaria 10 8 8 8

Especial (primaria
y secundaria)

1 1 1 1

Fuente: elaboración propia en base a Informe de costeo en la provincia de Neuquén

Cabe aclarar que estos valores corresponden a la Provincia de Neuquén, son va-
lores promedio que pueden ocultar fuertes variaciones regionales. A modo de ejem-
plo, en zonas densamente pobladas del país se observa sobrepoblación en las aulas, 
con 40 o más estudiantes por docente, mientras que en zonas rurales esta relación 
puede reducirse significativamente.

En comparación con otros estudios, para Argentina, Bezem et al. (2011) con me-
tas de universalización de la escolaridad en niños/as de 4 años, estimaron ratios de 
14 niñas/os por docente y de 11,5 si se consideran también los cargos directivos (cál-
culos propios en base a Bezem et al., 2011).

El bajo número de estudiantes por docente fue señalado como una característica 
del sistema educativo en Argentina. Una publicación de 2017 informaba que, con 12 
alumnos por cargo docente, la relación entre alumnos y cargos docentes en Argenti-
na es de las más bajas del mundo (Guadagni, 2017). Datos para algunos países de la 
Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (ocde) muestran que la 
ratio de estudiantes por docente varía desde 10,5 en Noruega hasta 24,9 en México. 
En la secundaria esos valores tienen un rango entre 9,3 estudiantes por docente en 
Bélgica y 30,9 en México.

Comentario a la
metodología #3
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gráfico 2. Ratios de estudiantes por docente en algunos países de la ocde

Fuente: Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (ocde) datos de 2019

 
Además de que las ratios establecidas como objetivo para Argentina pueden pa-

recer bajas en comparación con otros países, no se ha dado en la bibliografía con 
indicios que determinen un tamaño óptimo de curso en relación a la ratio de estu-
diantes / docente. Un estudio de finanzas públicas de 2013 sostiene que no existe 
una cantidad óptima de estudiantes por aula, así como tampoco existe consenso 
acerca del efecto del tamaño del curso sobre los rendimientos escolares. Las clases 
pequeñas pueden ser beneficiosas bajo determinadas circunstancias, dependiendo 
de las/os maestras/os y del tipo de materia, aunque la evidencia empírica no es con-
cluyente. Algunos estudios encontraron que las/os estudiantes de bajo rendimiento 
se ven perjudicadas/os por clases numerosas, mientras que las/os de rendimiento 
medio no se ven afectadas/os y las/os de rendimiento alto, se benefician. Rosen y Ga-
yer (2010) muestran que reducir la cantidad de alumnos en un aula en un 10% en los 
Estados Unidos cuesta aproximadamente u$s 615 por alumno; pero los beneficios de 
tal política son difíciles de cuantificar. Diversos estudios han encontrado resultados 
contradictorios acerca de los beneficios de la reducción de la cantidad de alumnos 
por aula (Garriga y Rosales, 2013).

En la metodología, el valor de esta ratio aplicado a la población demandante de 
cuidados, determina el volumen de empleo estimado en el sector, de manera que 
una ambición exagerada en cuanto al tamaño del aula o, lo que es equivalente, una 
subestimación del número de estudiantes por docente, podría dar lugar a una so-
breestimación del empleo a crear, con el consiguiente impacto en los costos totales 
del sistema de cuidado.
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4. DEFINICIÓN DE ESCENARIOS PARA LA REDUCCIÓN DE ESOS DÉFICITS

Los objetivos de política pública expresan la aspiración en cuanto a valores de cobertura 
y calidad que se pretenden alcanzar. Se suelen establecer distintos escenarios de logros 
(mínima, media y máxima).

De acuerdo con oit y onu Mujeres (2021), la pertinencia de estos objetivos se evaluaría en 
función de:

los niveles iniciales actuales en el país;
los objetivos que el gobierno se ha impuesto;
las tasas de cobertura pertinentes regionales/ nacionales (eligiendo la mejor tasa,
o la tasa promedio, de la región);
las tasas de cobertura de los países que registran muy buenos resultados, y 
criterios internacionales, tales como los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods).

Los informes subnacionales realizados para Argentina plantean escenarios de universali-
zación progresiva de los cuidados hasta el año 2030, señalado como horizonte en virtud 
de la Agenda 2030 y de los Objetivos de Desarrollo Sostenible. El escenario de statu quo 
mantiene los niveles de cobertura y calidad que se observan en el año base, en tanto los 
escenarios de mínima, media y máxima suponen mejoras progresivas en ambas dimen-
siones hasta alcanzar la universalidad en la mayoría de los servicios en el año 2030.
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tabla 3. Metas seleccionadas para escenarios de máxima

Subsector/ 
provincia Buenos Aires Neuquén La Rioja

Educación • Cobertura del 25% de la 
demanda entre 0 y 2 años, 
(4 niños/as por docente)

• Universalización de salas 
de 3, 4 y 5 años

• Ampliación de la jornada 
extendida de 1er. ciclo de 
primaria al 47% y el 53% en 
jornada simple

• Universalización de la 
educación especial

• Cobertura del 14% de la 
demanda entre 0 y 2 años 

• Universalización de salas 
de 3, 4 y 5 años 

• Universalización de la 
jornada extendida para el 
1er. ciclo de primaria

• Universalización de la 
educación especial

• Cobertura del 50%
de 0 a 2 años

• Universalización de sala 
de 3, 4 y 5

• Universalización de
la jornada extendida 

• Universalización de
la educación especial  

Salud Atención a las violencias 
por motivos de género:

• Universalización del 
asesoramiento y atención 
integral en situaciones 
de violencia por motivos 
de género tanto por vía 
telefónica (Línea 144), 
como presencial, en refu-
gios y casas integrales.

Atención a las violencias 
por motivos de género: 

• Universalización del 
asesoramiento y atención 
integral en situaciones 
de violencia por motivos 
de género, tanto por vía 
telefónica (Línea 148), 
como presencial en refu-
gios y casas integrales. 

Atención sanitaria: 

• Aumento de la cantidad 
de profesionales a 14,2 
profesionales de la salud 
de especialidades 
primarias por cada 
100.000 habitantes.

Cuidados 
de larga 
duración 

Universalización de la 
cobertura para personas 
adultas mayores con de-
pendencia básica y perso-
nas con discapacidad con 
dependencia severa

• 60% en cuidados domi-
ciliarios

• 40% en cuidados insti-
tucionales con internación 
en residencias de larga 
estadía

Universalización de la 
cobertura para perso-
nas adultas mayores con 
dependencia básica y de 
las personas con disca-
pacidad con dependencia 
severa

• 92% en cuidados domi-
ciliarios

• 8% en cuidados insti-
tucionales

Universalización de la 
cobertura 

• 76% en cuidados domici-
liarios

• 24% en cuidados 
institucionales con 
internación en residencias 
de larga estadía. 

• Aumento de salarios a 
las y los trabajadores para 
cubrir una canasta básica 
familiar de 4 personas.

Fuente: Elaboración propia en base a onu Mujeres y Asociación Civil Lola Mora (2023a, 2023b y 2024).

La expansión de los cuidados en las áreas de educación, salud y cuidados de larga dura-
ción, tiene por efecto la incorporación de nuevos/as beneficiarios/as al sistema, deman-
dantes de cuidado a los que se garantiza el acceso a ese derecho.



23

tabla 4. Nuevos/as beneficiarios/as del sistema de cuidado según escenario

Jurisdicción / escenario Buenos Aires Neuquén La Rioja

Statu quo -34.304 -1.136 1.113 

Mínima 266.997 17.340 10.534 

Media 508.609 41.783 21.389 

Máxima 1.033.863 70.340 43.491 

Fuente: onu Mujeres, Asociación Civil Lola Mora (2023a, 2023b y 2024)

El cuadro muestra los/as nuevos/as beneficiarios/as del sistema de cuidado según los vo-
lúmenes de inversión correspondientes a cada escenario. Así, en el escenario de statu quo, 
que no prevé inversiones adicionales, no habría beneficiarios/as adicionales en las pro-
vincias de Buenos Aires ni en Neuquén2, en tanto se incrementarían en 1113 en La Rioja. 
En el otro extremo, si se implementara el sistema de cuidado de acuerdo a la hipótesis de 
máxima ambición, es decir, si se invirtiera en los subsectores de cuidado para alcanzar 
toda la demanda de cuidado, en la provincia de Buenos Aires, más de un millón de per-
sonas accederían al derecho al cuidado en los subsectores de educación, salud y cuidados 
de larga duración. Mientras que, en Neuquén y La Rioja, se incorporarían 70.000 y 43.500 
beneficiarios/as respectivamente.

5. ESTIMACIÓN DEL ESFUERZO FISCAL PARA REDUCIR LOS DÉFICITS
EN CADA ESCENARIO

Instalar y consolidar sistemas de cuidados en cualquiera de los países de la región supone 
generar o incrementar la asignación de recursos presupuestales, ya que no se puede pen-
sar en avances solamente con las actuales fuentes disponibles en los sectores de la salud, la 
educación o la seguridad social (Scuro et al., 2022).

En la metodología derivada de Ilkkarakan et al. (2015), el esfuerzo fiscal está formado por 
los gastos corrientes, compuestos a su vez por la cantidad de cuidadores/as para atender la 
nueva demanda y sus respectivos salarios, y los gastos de capital, necesarios para construir 
la infraestructura que acompañará la expansión de los cuidados.

La bibliografía arroja una gran variedad de estimaciones, que reportan los cálculos de ex-
pandir uno o más subsectores, en países, regiones o a nivel subnacional.

Para un conjunto de 45 países, Ilkkaracan y Kim (2019) concluyen que cumplir los ods 
en educación y salud para cerrar los déficits de cobertura requiere un gasto adicional 

2. La caída en el número de beneficiarias/os resulta de los supuestos correspondientes al escenario de statu quo. 
Al no prever inversiones adicionales, los nuevos beneficiarios son resultado de aplicar la misma tasa de cobertura 
vigente en el año base, a una población decreciente por efectos de las proyecciones demográficas.
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correspondiente a 3,5 puntos porcentuales del pib proyectado en 2030. De este gasto 
adicional, 1,3 puntos porcentuales se deben a gastos adicionales en educación, 1 punto 
porcentual a salud y 1,2 puntos porcentuales a cuidados de larga duración para personas 
mayores y dependientes. Se estima que, como mínimo, el 17,5 % del gasto público adicional 
se recuperaría en el corto plazo a través de los ingresos fiscales.

Para Argentina, Marzonetto et al. (2022) obtienen el costo de expandir servicios de educa-
ción, salud y cuidados de larga duración, concluyendo que la universalización de los servi-
cios, medidos en pesos de 2017, alcanza un costo equivalente al 1,5% del pib en el escenario 
de statu quo y de 12,5 % del pib en el de máxima.

En el caso de las estimaciones subnacionales realizadas para Argentina, los cálculos del 
esfuerzo fiscal se realizan a precios del año base y se expresan en términos del Producto 
Bruto Geográfico (pbg) de dicho año, ya que se supone que el peso relativo del sector sobre 
la economía se mantendrá estable a lo largo del tiempo. Los resultados para las tres pro-
vincias analizadas se resumen en el siguiente cuadro:

tabla 5. Costo de expandir el sistema de cuidado para distintos escenarios,
en porcentaje del pbg

Jurisdicción / escenario Buenos Aires Neuquén La Rioja

Statu quo - - 0,4 

Mínima 2,1 6,2 7,2

Media 3,2 12,2 12,5

Máxima 6,6 19,7 25,5

Fuente: onu Mujeres, Asociación Civil Lola Mora (2023a, 2023b y 2024)

En las tres provincias se obtiene que, para mantener hasta el año 2030 el nivel de presta-
ciones vigente en los respectivos años base, el esfuerzo fiscal necesario es cercano a 0. La 
ausencia de gasto debe entenderse como un efecto de las estimaciones; refleja el hecho de 
invertir para mantener los niveles de cobertura a una población demandante de cuidado 
menor por efectos demográficos. Contrariamente, cuando se evalúa alcanzar la univer-
salidad de las prestaciones de cuidado, considerando en forma conjunta los subsectores 
de educación, salud y cuidados de larga duración, el gasto proyectado puede llegar a su-
perar el 25% del Producto Bruto Geográfico de la provincia. Esto representa un esfuerzo 
importante en términos de riqueza provincial. Concretamente, se trata de jurisdicciones 
provinciales en las que el presupuesto público representa alrededor del 50% del pbg pro-
vincial. En este marco, cualquier gasto adicional implica que: de cada 100 pesos de riqueza 
generados en la provincia, más de la mitad corresponderían a gasto público.
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Ausencia de hipótesis de crecimiento económico

En los costeos de las provincias de Buenos Aires, Neuquén y La Rioja, la alta in-
cidencia relativa de los costos del financiamiento de los cuidados en el pbg puede 
interpretarse en parte como un efecto de adaptar la metodología al nivel subnacio-
nal. Este efecto se observa más claramente cuando se lo compara con el ejercicio 
realizado a nivel nacional.

Siguiendo a Marzonetto et al. (2022), en Argentina, mantener hasta 2030 el nivel 
de cuidados vigente en 2017 (escenario de statu quo) tiene un costo de 1,5% del pib, 
mientras que los escenarios de mínima, media y máxima demandarían esfuerzos de 
6,4%, 7,3% y 12,1% del pib de 2017 respectivamente. Cuando se introduce el supuesto 
de crecimiento económico, según el cual la economía crecería 1,3% anual, o 19,8 % 
entre 2017 y 2030, se muestra cómo aumentan el Valor Bruto de Producción, los em-
pleos y la recaudación como consecuencia del crecimiento, y el informe sostiene que 
los puestos de trabajo adicionales sobre los sectores de cuidados harían que no fuera 
necesario realizar inversiones tan significativas (Marzonetto et al., 2022). Según ese 
estudio, si la presunción de crecimiento económico se suma a las estimaciones, los 
esfuerzos fiscales se vuelven más atendibles.

El uso de matrices y otros modelos económicos a nivel nacional permite proyectar 
variables macroeconómicas adicionales, como crecimiento económico y recauda-
ción tributaria, que se incorporan al modelo. La demanda por servicios de cuidados 
genera una dinámica de crecimiento e impactos directos, indirectos e inducidos 
sobre la producción y el empleo, aumento del ingreso de los hogares, aumento de 
la recaudación impositiva y crecimiento del producto. De esta forma, el costo de 
financiar todo el sistema se evalúa en el conjunto de la economía, y su impacto se ve 
morigerado por el crecimiento económico y el aumento de la recaudación impositi-
va, que permite financiar parte de los costos.

La metodología adaptada a las jurisdicciones provinciales consiste en estimar el 
costo de la expansión del sistema de cuidados en base a la población demandante 
proyectada hacia 2030. Se recurre a supuestos de cobertura, ratios de beneficiarios/
as por cuidador/a y salarios. Además, se estima el costo de la infraestructura ne-
cesaria para atender la demanda adicional. En cambio, no se incluyen hipótesis de 
crecimiento del producto al año 2030, ni de recaudación tributaria. Los costos se 
comparan con el valor del presupuesto y del pbg vigentes en el año base (2022). Esto 
puede tener por efecto una sobreestimación de la proyección del gasto.

Además del efecto mencionado de comparar el gasto proyectado a 2030 con un 
pbg de 2022, existe una progresividad asociada a los costos de expandir el sistema, 
para lo cual es suficiente detenerse en los escenarios intermedios de prestación y 
gasto, considerando que el volumen de financiamiento está calculado para un pe-
ríodo de algo menos de 10 años en cada uno de los casos. El planteo de distintos 
escenarios permite advertir la posibilidad de implementar estrategias de mejoras 
paulatinas que sean sostenibles fiscalmente en el mediano y largo plazo (oit 2022).

Comentario a la
metodología #4
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6. ESTIMACIÓN DEL EMPLEO GENERADO POR LA INVERSIÓN EN CUIDADOS 
Y OTROS IMPACTOS ECONÓMICOS

Además de la inclusión de miles de beneficiarios/as al derecho al cuidado, uno de los impac-
tos económicos más relevantes y argumento primario a favor de las inversiones en cuidado 
es la creación de empleo directo, indirecto e inducido que estas inversiones pueden origi-
nar. Una vez que las inversiones tienen lugar en la economía, se desencadenan distintos 
estímulos sobre el mercado de trabajo. La literatura suele distinguir entre estos el aumento 
del empleo impulsado por la demanda y el aumento del empleo impulsado por la oferta.

Por el lado de la demanda, se entiende que la inversión en cuidado crea empleos directos, 
indirectos e inducidos. Los efectos directos miden los puestos de trabajo creados en los 
sectores de cuidado que experimentan el aumento en la inversión. En el caso de los costeos 
provinciales son los sectores de educación, salud y cuidados de larga duración. En tanto, 
los efectos indirectos miden la creación de empleo en los sectores económicos que pro-
veen de insumos a los sectores impactados, por ejemplo, la construcción, la industria far-
macéutica, textil, el transporte, etc. Finalmente, los mayores ingresos de los hogares que 
resultan de los empleos creados generan una ronda de gasto adicional en toda la economía 
que también se traduce en mayor nivel de ocupación. Estos son los empleos inducidos.

La relación entre los empleos directos y los indirectos e inducidos da lugar a los multipli-
cadores de empleo. Estos expresan el incremento final del empleo en toda la economía 
resultante del aumento de un puesto de trabajo en un determinado sector. Es un concepto 
clave para determinar la capacidad de los sectores económicos de proyectar empleo hacia 
otros sectores, o dinamizar el mercado de trabajo. Cuanto mayor sea el multiplicador de 
empleo de los sectores de cuidado, mayor será el potencial de estos de generar empleo en 
otros sectores de la economía. A su vez, un mayor multiplicador es resultado de las inter-
conexiones del sector con el resto de los sectores.

En tanto por el lado de la oferta de empleo, el acceso a servicios de cuidado de calidad 
propiciado por las inversiones en educación, salud y cuidados de larga duración permite 
a las personas con responsabilidades de cuidado no remunerado, mayormente mujeres, 
disponer de tiempo libre. Este se traducirá en participación en el mercado de trabajo, ma-
yor nivel de empleo de mujeres de distintos grados de calificación y en todos los sectores 
económicos.

Dependiendo del marco analítico con que se cuente, resulta posible estimar los empleos 
directos exclusivamente, o bien, en un marco de matriz insumo – producto, matriz de 
contabilidad social o microsimulaciones realizadas dentro de modelos de equilibrio ge-
neral, pueden obtenerse los impactos indirectos e inducidos de las inversiones en cuidado 
sobre la creación de empleo.

Existe una literatura creciente dedicada a estimar los impactos que tienen las inversiones 
en sectores de cuidado sobre el producto y el empleo. De acuerdo con lo publicado por la 
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oit (2022b), se estima que a nivel mundial invertir en el cuidado universal de niños y niñas 
y en servicios de cuidado de larga duración podría generar hasta 280 millones de pues-
tos de trabajo para 2030 y otros 19 millones para 2035: 96 millones de empleos directos se 
generarían en cuidado infantil, 136 millones en empleos de cuidados de larga duración y 
67 millones en empleos indirectos. Se estima que 78% de estos nuevos puestos de trabajo 
serían ocupados por mujeres y el 84% sería empleo formal. Todo esto implica que una par-
te de la inversión se recuperaría a través de impuestos y contribuciones a los sistemas de 
seguridad social (Addati, Cattaneo y Pozzan, 2022, citado en Scuro et al., 2022).

Existe evidencia de que las inversiones en cuidado tienen mayores efectos multiplicadores 
sobre el empleo que las inversiones en otros sectores productivos. Según una investigación 
de la Comisión de las Naciones Unidas por el Comercio y el Desarrollo (unctad, 2017), el 
gasto público en servicios sociales, en particular en actividades de cuidados que en la ma-
yoría de los países no son proporcionadas por el Estado, genera efectos multiplicadores 
mucho mayores sobre el empleo que la inversión en otros sectores, como la construcción.

Para la región, un estudio de 2017 de la Confederación Sindical Internacional (cfi) compa-
ra los resultados de invertir 2% del pib en sectores de salud y cuidado en relación a invertir 
esa misma cuantía en el sector de infraestructura para Brasil y Costa Rica. En ambos paí-
ses la creación de empleo es mucho mayor cuando el dinero se invierte en salud y cuidado: 
los empleos totales creados en toda la economía alcanzan 4,2 millones en Brasil y 63.000 
en Costa Rica. En tanto, las inversiones en infraestructura originan 3,9 millones de em-
pleos totales en Brasil y 61.500 en Costa Rica. Además, de la nueva ocupación, las mujeres 
retendrían una porción significativamente mayor en el caso de los puestos de trabajo crea-
dos por inversiones en cuidado (Confederación Sindical Internacional, 2017).

En línea similar, aunque para países fuera de la región, se reporta que un mismo volumen 
de inversión en cuidado genera 2,5 veces más empleo que el gasto en construcción y 30 
veces más empleo para las mujeres (Ilkkaracan, 2019).

En todos los casos se observa también una reducción de la brecha de género en el mercado 
de trabajo por la ocupación de esos puestos por parte de trabajadoras.

De acuerdo a los estudios subnacionales en Argentina, las inversiones en cuidado en las 
distintas jurisdicciones podrían dar lugar a la creación de varios miles de puestos de tra-
bajo. La siguiente tabla muestra los resultados de las estimaciones.
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tabla 6. Creación de empleo directo resultante de la expansión del sistema de cuidado 
para distintos escenarios

Jurisdicción / escenario Buenos Aires Neuquén La Rioja

Statu quo 11.877 466 625

Mínima 184.247 6.719 11.197

Media 281.049 15.065 17.290

Máxima 550.603 23.095 33.642

Fuente: Asociación Civil Lola Mora (2023a, 2023b y 2024)

Los cálculos de creación de empleo arrojan que la inversión necesaria para mantener los 
niveles de cobertura y calidad vigentes en el año base, llevaría a la creación de 11.877 pues-
tos de trabajo en la provincia de Buenos Aires, 466 en Neuquén y 625 en La Rioja. En cam-
bio, las inversiones necesarias para alcanzar la cobertura universal de cuidados resultarían 
en la creación de 550.603 puestos de trabajo en la provincia de Buenos Aires, 23.095 en 
Neuquén y 33.642 en La Rioja. Los escenarios de mínima y de media producen resulta-
dos intermedios. Este cálculo corresponde exclusivamente al empleo directo, es decir, los 
puestos de trabajo creados en los sectores de cuidado. Algunas consideraciones sobre este 
importante volumen de empleo se discuten en el recuadro a continuación. No se calcula-
ron, por otro lado, los empleos indirectos o inducidos. Esto sugiere que el efecto en el em-
pleo podría ser mucho mayor, en la medida en que se activen los efectos multiplicadores al 
interior de las cadenas productivas de los sectores de cuidado impactados.

Del estudio de costeo para el total nacional (oit, 2022), basado en un modelo de insu-
mo-producto, se sigue que los tres subsectores analizados tendrían efectos multiplicado-
res de significación sobre el empleo. Cálculos propios sobre ese estudio indican que, según 
los parámetros del modelo, en el escenario de máxima, el multiplicador de empleo en el 
subsector de educación sería de 2,6. Es decir, por cada empleo generado en educación, se 
crearían 2,6 empleos en toda la economía, gracias a impactos indirectos en otros sectores, 
incluyendo los derivados de la construcción de la infraestructura de cuidados necesaria. 
Los sectores de salud y cuidados de larga duración tendrían multiplicadores de empleo de 
2 y 1,4 respectivamente.
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Demanda de calificaciones y creación de empleo

Como se ha mencionado, la inversión en cuidados tiene como efecto la creación 
de puestos de trabajo que por hipótesis son empleos registrados, bien remunerados 
y con acceso a la seguridad social. Estos serían ocupados principalmente por mu-
jeres, debido a la feminización de estos sectores por los estereotipos sociales. No 
obstante, en las estimaciones para Buenos Aires, Neuquén y La Rioja, los resultados 
agregados pueden dificultar la consideración de algunos aspectos menos visibles de 
las estimaciones de empleo.

Un primer punto se relaciona con el tipo de empleos creados y las calificaciones 
necesarias para cubrirlos. Como ya se notó, siguiendo a las inversiones en educa-
ción, salud y cuidados de larga duración, los empleos directos se crearían en estos 
sectores. De manera que, con excepción de los puestos de trabajo de carácter general 
o personal de apoyo, las/os trabajadoras/es que cubran esas vacantes deberían tener 
una formación afín. Es decir, deberá ser personal docente, médicos/as, enfermeros/
as, trabajadores/as con conocimiento de cuidados de personas adultas mayores, etc.

Para promover una sociedad del cuidado es necesario proporcionar las habili-
dades necesarias y la infraestructura adecuada para que, quienes trabajen en este 
campo, puedan desempeñarse eficazmente, lo que a su vez incrementaría tanto su 
productividad como sus ingresos (Cepal, 2024).

Sin embargo, no se identifica en la metodología la necesidad de contar con una 
oferta de empleo orientada a esas especialidades, así como tampoco se reconoce el 
costo de la capacitación o formación de esos trabajadores. En otras palabras, para 
formar un número significativo de docentes, médicos/as y cuidadores/as capacita-
dos/as, son necesarios recursos y tiempo, no solo para permitir la formación de una 
masa crítica de profesionales, sino para adaptar los contenidos curriculares y de-
más requerimientos. Esos aspectos no se encuentran plenamente incorporados en 
la metodología cuando se reportan los puestos de trabajo que podrían crearse como 
resultado de las inversiones en cuidado.

Un segundo punto se relaciona con el volumen de empleo creado. Es necesario 
tener presente que los niveles de ocupación proyectados son el resultado de los pro-
pios parámetros de calidad de los servicios introducidos en las estimaciones y que se 
proponen para el futuro. Es decir, el volumen de empleo creado es resultado directo 
del conjunto de supuestos, especialmente de las ratios de beneficiarios/as por cui-
dador/a que se sugirieron para los escenarios de expansión.

Finalmente, se advierte que los importantes niveles de empleo que se proyectan 
pueden resultar altos en relación al tamaño del mercado de trabajo provincial.

De forma adicional a la creación de empleos, la inversión en sistemas y políticas de cui-
dados supone retornos, al posibilitar la inserción de las mujeres en diferentes áreas de la 
fuerza de trabajo. Además, promueve su autonomía económica y genera una expansión 
de la renta familiar, lo que implica no solo mayor capacidad de consumo y ahorro de las 

Comentario a la
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familias, sino que puede contribuir a mejorar la calidad de vida de las personas. Al mismo 
tiempo, el mayor nivel de poder adquisitivo y de inserción laboral deberían repercutir en 
un incremento de la recaudación a través de los diversos tipos de impuestos, siempre des-
de la perspectiva de la progresividad tributaria (Scuro et al., 2021).

En otras palabras, al asumir la expansión del sistema de cuidado, deben contabilizarse los 
empleos de las mujeres que dejan de desempeñarse como cuidadoras sin remuneración 
en el interior de sus hogares. El mayor tiempo disponible podrá traducirse en una mayor 
participación laboral de la fuerza de trabajo femenina, proveniente de trabajadoras con 
distintos grados de calificación, que se hará presente en todos los sectores económicos.

Respecto de los puestos de trabajo directo creados, gran parte de los mismos serían ocupa-
dos por mujeres, ya que los sectores de cuidado tienen un alto grado de feminización. Ade-
más, los costeos están hechos con hipótesis explícitas de creación de empleo de calidad. 
Esto significa empleo remunerado y registrado e incluye profesionalización de la fuerza 
laboral, equiparación de salarios con los percibidos por un/a profesional y escala salarial 
acorde, disminución de la ratio de personas cuidadas por cuidador/a, lo cual además de 
impactar en la calidad de la prestación, se traduce en mejores condiciones laborales de las 
y los cuidadoras/es.

En suma, la creación de empleo es uno de los impactos económicos favorables más rele-
vantes asociados a las inversiones en cuidado. Por ser altamente intensivas en trabajo, las 
inversiones en cuidado tienen gran potencial de generar empleo. Estos puestos de trabajo 
registrados, remunerados y de calidad serían ocupados en mayor medida por mujeres.

Otros impactos económicos de las inversiones en sectores de cuidado

La posibilidad de recurrir a análisis de insumo – producto, microsimulaciones y otras 
modelizaciones macroeconómicas, permite estudiar los impactos de la expansión de los 
cuidados en otras variables de interés. En onu Mujeres y oit (2021), se reseñan los marcos 
teóricos de un conjunto de estudios que analizan los impactos económicos de expandir 
algunas prestaciones, especialmente en materia de cuidado y educación en la primera in-
fancia, en variables como crecimiento económico, productividad, reducción del desem-
pleo y de la pobreza, sostenibilidad fiscal a corto plazo a través de los ingresos tributarios, 
generación y distribución de empleos por género, educación e ingresos de los hogares; 
reducción de la pobreza de tiempo y de ingresos, entre otras variables.

Otros informes destacaron, en relación al cuidado de las personas adultas mayores, que la 
política de cuidados para personas de 60 años y más con dependencia, contribuye direc-
tamente al bienestar de las/os beneficiarias/os, las familias y la sociedad en su conjunto, 
tiene repercusiones en el ejercicio de los derechos humanos, propicia ahorros en gastos 
de salud, ya que el cuidado conlleva un enfoque preventivo que permite la reducción de 
hospitalizaciones (Naciones Unidas México y otros, 2020).
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Esto sugiere que, aunque no siempre resulte posible cuantificarlos, las inversiones en cui-
dado tienen un número de impactos económicos favorables. De estos efectos se destaca la 
creación de empleo, que directamente impacta en la generación de ingresos para mujeres 
y en los objetivos de igualdad de género.

Por último, la inversión en sistemas de cuidados puede contribuir al bienestar de las perso-
nas, aumentando la eficiencia en los sistemas de salud y en el sistema educativo. Diversos 
estudios (Yoshikawa y Kabay, 2015; Pianta et al., 2009; Schweinhart et al., 2005) muestran 
que la educación preescolar y el cuidado adecuado en la primera infancia mejoran el de-
sarrollo físico y cognitivo de las niñas y los niños, especialmente en aquellos que viven en 
entornos de pobreza, dado que asistir a centros de cuidado de calidad puede resultar de 
alto beneficio en el desarrollo y oportunidades en la vida adulta (Scuro et al., 2021).

CONCLUSIONES

Siguiendo la metodología de oit y onu Mujeres (2021), se realizaron estimaciones de 
costos e impactos económicos de implementar un sistema integral de cuidado que 
alcance la universalidad de las prestaciones en 2030 para las provincias de Buenos 
Aires, La Rioja y Neuquén. Hacia 2030, más de un millón de nuevos beneficiarios/as 
podrían integrarse al sistema de cuidados en las tres provincias si se cumplieran los 
objetivos de máxima.

Los estudios muestran que, si bien el esfuerzo fiscal en términos de pbg puede ser 
significativo, existen importantes efectos de la creación de empleo registrado, re-
munerado y de calidad, gran parte del cual sería ocupado por mujeres, debido a la 
feminización de esos sectores. La mayor oferta en cuidados podría reducir además 
la carga de trabajo no remunerado que recae sobre los hogares y especialmente sobre 
las mujeres, además de generar ingresos familiares y de mejorar la equidad de géne-
ro en una variedad de aspectos.

Si bien la metodología aplicada al nivel subnacional no permite captar la totalidad 
de los efectos, la demanda por servicios de cuidados genera una dinámica de creci-
miento e impactos directos, indirectos e inducidos sobre la producción y el empleo, 
aumento del ingreso de los hogares, incremento de la recaudación impositiva y cre-
cimiento del producto bruto. De esta forma, el costo de financiar el sistema en su 
integralidad se evalúa en el conjunto de la economía, y su impacto se ve moderado 
por el crecimiento económico y el aumento de la recaudación, que permite financiar 
parte de los costos.
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SECCIÓN II. LOS CUIDADOS COMUNITARIOS EN ARGENTINA

En la discusión acerca del financiamiento de un sistema de cuidados, los cuidados comu-
nitarios ocupan un lugar central. En Argentina, durante las últimas décadas las organi-
zaciones sociales y los servicios que estas gestionaron, demostraron ser un soporte clave 
para el funcionamiento de millones de familias de sectores vulnerables. El potencial de los 
cuidados comunitarios para contener a los más vulnerables se expresó con claridad en los 
momentos de crisis, como la pandemia del covid y la pospandemia. En efecto, la crisis 
sociosanitaria producto de dicha pandemia multiplicó en los barrios populares las expe-
riencias de cuidados comunitarios: son los comedores y ollas comunitarias, jardines de 
infantes o guarderías surgidas como respuesta colectiva ante una necesidad de la comu-
nidad. También en este caso el trabajo es realizado mayormente por mujeres (Asociación 
Lola Mora, 2024).

A pesar de la relevancia y del impacto que estos cuidados tienen en los hogares de menores 
recursos, que ven sensiblemente mejoradas sus posibilidades de enfrentar la pobreza, la 
indigencia y la falta de oportunidades, los esfuerzos para encaminar al sector mediante 
políticas públicas capaces de reconocer y formalizar a las y los trabajadores comunitarios y 
fortalecer los espacios donde se desarrollan los servicios de cuidado, no han tenido el im-
pulso suficiente. La información disponible es escasa y la propia naturaleza de los espacios 
comunitarios, atenta a veces contra la posibilidad de su reconocimiento.

Es necesario avanzar en la identificación de los espacios de cuidado comunitario, com-
prender cómo estos se caracterizan en virtud de su territorialidad, propósitos, sujetos del 
cuidado, efectores. Además, es particularmente relevante, en función de una estrategia de 
formalización de los empleos del sector, evaluar los trabajos comunitarios en relación a la 
vulneración de los derechos laborales.

Los espacios de cuidados comunitarios prestan un amplio abanico de servicios a la co-
munidad: cuidado de niñas, niños, jóvenes y población mayor; educación y apoyo escolar; 
alimentación y nutrición, atención y promoción de la salud; acompañamiento, sostén y 
prevención en temas de consumo problemático o de violencia por razones de género; cui-
dado del ambiente, además de otros servicios comunitarios vinculados a la recreación, el 
deporte, la cultura y la comunicación.

La contraparte de esta heterogeneidad de prestaciones es la existencia de un amplio nú-
mero de trabajadores/as que desarrollan sus actividades en distintas condiciones labora-
les. En el Registro Nacional de Trabajadores de la Economía Popular (renatep) el segmento 
de servicios sociocomunitarios llegó a tener más de 1 millón de inscriptos en marzo de 
2023, equivalentes a casi el 5% de la población ocupada.
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Estas trabajadoras y trabajadores de la economía comunitaria deben ser reconocidos, es-
tableciendo las condiciones para que puedan desempeñar su trabajo en forma digna, es-
pecíficamente a través del cumplimiento de sus derechos laborales, incluyendo protección 
social, remuneración adecuada, condiciones de seguridad, salubridad e higiene, igual re-
muneración por igual tarea, entre otros.

Marisa Fournier, sostiene que estas estrategias comunitarias constituyen “subsidios inver-
tidos en su primera acepción. Son las organizaciones sociales de matriz popular, con fuerte 
protagonismo y liderazgo femenino quienes de la mejor manera posible, con un compro-
miso notable y con los recursos que logran capturar, generar y articular subsidian una parte 
de la reproducción social e intergeneracional en territorios vulnerados, siendo ellas mismas parte 
de la población vulnerable por efecto de la deficiente distribución de la riqueza socialmente 
producida, la existencia de mercados de trabajo segmentados y la desigual división del 
trabajo dentro de sus hogares. Sostenemos, entonces, que se trata de un subsidio desde abajo 
hacia arriba, tal como sucede con el trabajo de cuidados no remunerado que las mujeres 
realizan en sus hogares” (Fournier, 2017 pp.100).

LOS CUIDADOS COMUNITARIOS DENTRO DE LA ECONOMÍA POPULAR

El heterogéneo conjunto de ocupaciones de la economía popular se encuentra, en gran 
medida, invisibilizado en las cuentas nacionales. Esto es así dado el carácter emergente 
de dichas ocupaciones que no se inscriben dentro de las categorías tradicionales para la 
medición del mundo del trabajo (empleo, subempleo, desempleo). Por otra parte, si bien la 
problemática de la informalidad atraviesa a la economía popular promoviendo la desvalo-
rización de sus actividades laborales, productivas y comerciales de manera transversal, no 
es la característica sustantiva para describir al sector.

La contabilidad de los trabajos comunitarios como los niveles de producción y empleo ge-
nerados son, en consecuencia, de difícil captación y sistematización. Entre las estrategias 
orientadas al reconocimiento, formalización y ampliación de derechos de trabajadores/as 
de la economía popular, incluyendo dentro de estos a los y las trabajadores/as comunita-
rios/as, se implementaron distintos esfuerzos de relevamiento. Existen fuentes de infor-
mación que aportan datos de interés para describir los alcances y características del sector 
de cuidados socio‒comunitarios.

Una fuente de datos importante en relación a las personas ocupadas en servicios comu-
nitarios la brinda el renatep3, creado en junio de 2020 en la órbita de la entonces Secre-
taría de Economía Social del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación. Este registro, 
que permanece abierto desde su creación, “convoca a registrarse a vendedores ambulan-
tes, feriantes o artesanas, cartoneras y recicladores, pequeñas agricultoras y agricultores, 

3. El renatep fue creado por Resolución resol-2020-408-apn-mds del 16 de junio del 2020, en la órbita de la Se-
cretaría de Economía Social del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación
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trabajadores sociocomunitarios, trabajadores en la construcción, infraestructura social y 
mejoramiento ambiental, pequeños productores manufactureros”.

Las personas que se registran en el renatep son clasificadas en ramas de actividad según 
las ocupaciones que informen. El gráfico a continuación muestra las ramas de actividad 
en que se organiza el registro y el volumen de inscriptos por género según la última medi-
ción disponible, marzo de 2023.

gráfico 3. Trabajadores/as de la economía popular por rama de actividad y género.
Datos de marzo de 2023 del renatep

Fuente: Elaboración propia en base a renatep, 2023.

En abril de 2023, las personas inscriptas en el renatep ascendían a 3.618.6064. Los servi-
cios sociocomunitarios son la segunda rama con 940.439 inscriptos (27,1%), solo superada 
por los servicios personales y otros oficios5 (1.249.693 inscriptos, o el 36% del total). El otro 
36,9% se distribuye entre el resto de las ramas, de las cuales se destaca comercio popular y 
trabajos en espacios públicos6 con 407.055 inscriptos/as (11,7%).

Cabe destacar que en relación al conjunto de ocupaciones que se incluyen en el registro, casi 6 
de cada 10 personas corresponde a: trabajadores/as de comedores y merenderos (25,7%), ser-
vicios de limpieza (11,8%), agricultores/as (6,5%), vendedores/as ambulantes (4,5%) servicios 
de estética como peluquería, manicuría, etc. (4,1%) y albañiles/durleros (4%) (renatep, 2023).

4. La clasificación por género de los/as trabajadores/as registrados/as que brinda el renatep totaliza 3.472.549, 
inferior en 146.057 trabajadores a los reportados en el total.
5. Servicios personales y otros oficios: Brindan determinados tipos de servicios como los destinados a la repara-
ción de objetos y electrodomésticos, aquellos vinculados a cuestiones estéticas como así también servicios de 
limpieza y mantenimiento de jardines y piletas.
6. Incluye trabajadores/as que se desempeñan como vendedores/as ambulantes, vendedores/as en punto fijo, 
artista callejero/a, feriante, artesano/a, limpia vidrio - vehículo, intermediación solidaria (ferias, mercado, almace-
nes, nodos, galpones, logística), como así también quienes se encuentran realizando actividades de venta directa.
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IDENTIFICACIÓN DE LOS SERVICIOS DE CUIDADOS COMUNITARIOS
CON MAYOR INCIDENCIA EN LA ARGENTINA ACTUAL

El espacio comunitario se remite a un conjunto de prácticas heterogéneas que reúne un 
amplio campo de experiencias, que van desde la beneficencia hasta servicios de cuidados 
de gestión mixta (entre lo comunitario y el Estado, por ejemplo) con diversos grados de 
institucionalidad y espacios autónomos (independientes del Estado). No obstante, un ras-
go en común que define a estas iniciativas es que quienes las impulsan y las sostienen son 
sujetos colectivos (Vega Solís y Buján, 2017). En este ámbito se destacan los movimientos 
sociales de base territorial que, en el caso de la Argentina, brindan una parte importante 
de la oferta de cuidados comunitarios (Zibecchi, 2022, citado en Del Castillo, Montoya y 
González Hernández, 2022).

Los espacios comunitarios se sistematizaron de distintas maneras. Los datos del renatep 
muestran la siguiente composición:

gráfico 4. Trabajadores/as de servicios sociocomunitarios. Febrero de 2022

Fuente: Elaboración propia en base a renatep, 2023

Más de medio millón de personas desarrolla actividades en comedores y merenderos 
comunitarios (ver definiciones en recuadro), concentrando el 65% de las registradas en 
febrero de 2022 en servicios sociocomunitarios y el 25% de todas las inscripciones del re-
gistro. El carácter voluntario de la inscripción, los niveles crecientes de registración en 
esta actividad a lo largo de las sucesivas mediciones y el hecho de que la última disponible 
es de marzo de 2023, sugieren que el número de trabajadores/as en comedores y meren-
deros podría ser mucho mayor.
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Estos guarismos superarían por mucho los consignados en el Registro Nacional de Co-
medores y Merenderos (renacom), según el cual en Argentina existen 34.782 comedores y 
merenderos en los que trabajan 134.449 (ciento treinta y cuatro mil cuatrocientos cuarenta 
y nueve) personas.

Dentro de los cuidados sociocomunitarios, sigue en orden de registraciones la categoría 
“otros”, con 177.000 inscriptos en febrero de 2022 (22%). El conjunto de actividades restan-
tes representa en conjunto un 13% del total de inscripciones, e incluye a 23.090 personas 
dedicadas al cuidado comunitario de niños/as, enfermos/as, personas con discapacidad y 
ancianos/as; 19.891 en medios de comunicación comunitarios; 16.695 trabajadores/as de 
cultura comunitaria (talleres, orquestas, espacios culturales); 14.232 en servicios de sa-
lud, 13.666 en trabajos socio educativo (bachillerato popular, jardín comunitario, clases 
de cpoyo escolar); 11.505 trabajadores/as del deporte y la recreación; 9.892 promotores/
as de género y contra la violencia de género y 1.463 en acompañamiento de reinserción de 
liberados/as y recuperados/as.

Esta distribución es coincidente con la que se informa en Cuidar es Trabajo, un estudio 
realizado por la Universidad Popular Barrios de Pie y la utep (2023) en 523 espacios comu-
nitarios de cuidados distribuidos en el Área Metropolitana de Buenos Aires (amba). Ante 
el requerimiento de identificar el espacio de prestación de las tareas, la categoría “ollas 
populares y centros comunitarios que brindan asistencia alimentaria” resultó predomi-
nante (81%), seguida de “espacios comunitarios de apoyo escolar” (29%). Cabe resaltar que 
el 97.5% de los espacios se identificaron con más de una categoría, lo que remite a la inte-
gralidad que adquieren los espacios de cuidado comunitario y refleja la multiplicidad de 
tareas de acompañamiento y asistencia a la comunidad que se desarrollan en los mismos 
(Universidad Barrios de Pie, 2023).

Otros datos de interés los brindan las organizaciones sociales. El Movimiento de Trabaja-
dores Excluidos (mte) indica en su página web que la organización nuclea a 750 cooperati-
vas y unidades productivas en la rama sociocomunitaria, que a su vez concentran a 5.500 
trabajadores/as organizados/as, en actividades de merenderos, guarderías, ollas popula-
res, actividades culturales y deportivas en todo el país (mte, website). 

En suma, a pesar de la multiplicidad de actividades que forman parte del universo de los 
trabajos comunitarios, es claro que el espacio de mayor incidencia lo detenta la asistencia 
alimentaria, en la forma de comedores, merenderos y ollas populares. Esta suele ser la 
actividad de origen del espacio a partir de la cual se van agregando nuevos servicios y pres-
taciones, en función de las condiciones territoriales y de las demandas de la comunidad. 
Más de medio millón de trabajadores/as pertenecían a esa rama de actividad en febrero de 
2022, lo que sugiere que la cantidad de personas ocupadas podría ser mucho mayor en la 
actualidad. Un gran conjunto de otras actividades como espacios comunitarios de apoyo 
escolar, espacios artísticos y culturales, espacios para cuidados comunitarios de las infan-
cias en general, se encuentran activas en el territorio y ocupan varios miles de personas.
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Comedores y merenderos - Definición

Se denomina comedor comunitario a todo aquel espacio físico que brinda 
asistencia alimentaria gratuita a personas en situación de vulnerabilidad so-
cial al menos 3 días a la semana, elaborando alimentos y sirviendo una comida 
principal (almuerzo y/o cena), complementada con desayuno y/o merienda; 
sin perjuicio de la modalidad de entrega de viandas.

El merendero comunitario es todo aquel espacio físico que brinda asistencia 
alimentaria gratuita a personas en situación de vulnerabilidad social, elabo-
rando alimentos y sirviendo principalmente desayuno y/o merienda, y/o copa 
de leche; sin perjuicio de la modalidad de entrega de viandas.

TRABAJADORAS Y TRABAJADORES EN SERVICIOS COMUNITARIOS

El avance hacia una estrategia de reconocimiento y formalización de los trabajos comu-
nitarios requiere en primer lugar identificar y caracterizar esos empleos, especialmente 
desde el punto de vista de los déficits de los derechos laborales que puedan experimentar. 
Las condiciones en que se realiza el trabajo en los espacios comunitarios indican el déficit 
de trabajo decente y cuáles aspectos de este se encuentran particularmente vulnerados.

En Argentina, los derechos laborales se expresan en un conjunto amplio de normativa. 
Establecidos inicialmente en la Constitución Nacional de 1853 y habiéndose modificado 
en sucesivas ocasiones juntamente a las transformaciones del mundo laboral7, en la actua-
lidad incluyen, entre otros, el derecho a trabajar, a percibir una retribución justa, a condi-
ciones dignas y equitativas de labor, a la seguridad social, a percibir igual remuneración 
por igual tarea, a disfrutar de descanso y vacaciones pagas, a una organización sindical 
libre y democrática, al derecho a huelga, etc.

Asimismo, la Organización Internacional del Trabajo introdujo en 1999 el concepto de tra-
bajo decente como un objetivo estratégico para el desarrollo que reconoce el papel central 
del trabajo en la vida de las personas. Este concepto incluye trabajo productivo que implica 
salario justo, provee seguridad en el lugar del trabajo y protección social para las familias, 
y ofrece mejores perspectivas para el desarrollo personal y la integración social, libertad 
de expresar opiniones, oportunidad de organizarse y participar en la toma de decisiones, 
e igualdad de trato para mujeres y hombres. El trabajo decente es fundamental en los es-
fuerzos por reducir la pobreza, y es un medio para obtener desarrollo equitativo, inclusivo 
y sostenible (oit, 2006).

7. Los derechos laborales se establecieron en la Constitución Nacional de 1853, Constitución Nacional de 1949, 
Convención Nacional Constituyente de 1957, Reforma Constitucional de 1994.
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Más allá de la extensa enumeración de derechos que han ido incorporándose a la legislación 
laboral nacional, así como a las convenciones y tratados internacionales de los que Argen-
tina es parte, es evidente que las condiciones laborales de los y las trabajadores/as del cui-
dado comunitario pueden encontrarse muy alejadas del ideal planteado en estos acuerdos.

El análisis de los puestos de trabajo en cuidados comunitarios en el marco de los derechos 
laborales puede dar cuenta del camino a seguir para el reconocimiento y formalización de 
un importante conjunto de trabajadores/as.

IDENTIFICACIÓN Y CARACTERIZACIÓN DE LAS Y LOS TRABAJADORAS/ES 
DE CUIDADOS COMUNITARIOS

Así como es posible observar distintas tipologías de espacios comunitarios que difieren en 
cuanto a sus objetivos, propósitos y sujetos del cuidado, al interior del sector de cuidados 
comunitarios coexisten ocupaciones diversas en relación a sus principales atributos: perfil 
del/la trabajador/a, calificación requerida, condiciones de contratación, existencia o no de 
una remuneración, condiciones de contratación, jornada laboral, entre otros.

Las unidades productivas donde se desempeñan los espacios comunitarios se caracterizan 
por estar inscriptas en relaciones asimétricas en el ámbito financiero, comercial y/o fiscal. 
Esta posición condiciona los niveles de acceso a derechos, ingresos, capitalización, tecni-
ficación, comercialización y productividad (Secretaría de Economía Social, 2021).

En general, para la economía popular, se señaló que la característica fundamental de los/as 
trabajadores/as es, en primer lugar, que realizan sus actividades por fuera de relaciones asa-
lariadas tradicionales. Es decir, son trabajadores/as “sin patrón” que cuentan con sus propios 
medios de producción y perciben ingresos bajos (o ninguno), lo cual redunda en una escasa 
capacidad de consumo. En segundo lugar, la economía popular es una forma de organiza-
ción social y productiva que se desarrolla principalmente entre los sectores más vulnerados 
de la sociedad. En este sentido, este universo de trabajadores/as se compone mayoritaria-
mente por quienes carecen de derechos laborales y beneficios sociales y económicos asocia-
dos a las relaciones laborales formales (Ministerio de Trabajo de la Nación, 2023).

Para obtener una caracterización de las personas ocupadas en cuidados comunitarios se 
recurre a las fuentes existentes, incluyendo bases de datos y encuestas, así como los infor-
mes, documentos y experiencias que puedan provenir de los diferentes ámbitos involucra-
dos, como fuentes oficiales, sector académico, organismos especializados, organizaciones 
sociales, etc. Se realizó también una revisión de las principales encuestas de hogares, 
constatando que con los diseños muestrales actuales es difícil captar las formas de trabajo 
relacionadas a los cuidados comunitarios.

El renatep sigue siendo una de las principales fuentes de datos, aunque a los fines de este 
informe, adolece de algunas insuficiencias. No se encuentra disponible para su consulta 
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la base de datos de las registraciones, en cambio se presentan mediciones dispersas y de 
distintos sectores de la economía popular para los últimos años. En el caso de los/as traba-
jadores/as en servicios sociocomunitarios, existe un informe desagregado por actividades 
con datos de febrero de 2022, y datos agregados para el sector de febrero y de abril de 2023. 
Además, si bien el Registro permanece abierto, no se observa una actualización de datos 
en la forma de nuevas publicaciones en los últimos meses, un período coincidente con 
un fuerte deterioro económico y social que podría haber modificado significativamente la 
cuantía de este sector. Finalmente, como se mencionó anteriormente, se trata de un regis-
tro voluntario, de manera que con alta probabilidad buena parte de las/os trabajadoras/es 
no se encuentra comprendido en las estadísticas resultantes.

Entre otros relevamientos recientes de espacios comunitarios, se cuenta con los siguientes 
estudios:

Fournier (2022), construye una taxonomía de trabajo de cuidado para la que se reali-
zaron entrevistas semiestructuradas a 18 referentes de organizaciones sociales, redes, 
movimientos que brindan servicios de cuidado comunitario del amba, así como con-
sultas de alcance nacional a personal de Ministerio de Desarrollo Social de la Nación.

La Universidad Popular Barrios de Pie (upbdp) y la Unión de Trabajadores de la Eco-
nomía Popular (utep), publicaron en 2023 el informe Cuidar es trabajo. Estado de si-
tuación de los espacios comunitarios y el trabajo de cuidado en los Barrios Populares 
del amba, en base a entrevistas realizadas en 523 espacios comunitarios de cuidados 
distribuidos en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, La Plata y 34 distritos del conur-
bano bonaerense.

Bonafé, Almada y Tomatis (2022), presentan los resultados de un estudio que abarcó 51 
comedores y merenderos de diferentes barrios de la ciudad de Córdoba e incluyó 150 
encuestas. Se indaga en relación a las prestaciones brindadas y condiciones laborales.

Retomando las cifras disponibles, se indicó que del universo de inscripciones en el re-
natep, quienes se desempeñan en cuidados comunitarios representan aproximadamente 
entre el 25% y el 30% del total de trabajadores/as de la economía popular, superando en al-
gunas mediciones el millón de trabajadores/as. De estos, aproximadamente el 65% se des-
empeña en comedores y merenderos, en tanto el resto lo hace en otras actividades como 
cuidado de niños/as, enfermos/as, personas adultas mayores y con discapacidad, medios 
de comunicación comunitarios, etc. También se señaló que estas cifras con probabilidad 
subestiman los verdaderos valores de la ocupación en esta rama de actividad.

Género y edad

Los relevamientos disponibles coinciden en señalar un amplio predominio de mujeres o 
identidades feminizadas en los puestos de trabajo comunitario. Estos son ocupados por 
mujeres en un 62,9% de los casos (renatep) y en un 78% de los casos en el amba según el 
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estudio Cuidar es Trabajo (upbdp y utep, 2023). En la ciudad de Córdoba, la participación 
femenina en el trabajo en comedores y merenderos alcanza entre el 87% y el 92% (Bonafé 
et al., 2023).

La presencia masculina se documentó en menor medida, vinculada a tareas específicas 
como la cocina a leña de los comedores (Fournier, 2022). También en el relevamiento de 
Córdoba se encuentra que son realizadas mayormente por hombres las actividades vin-
culadas a la provisión de recursos materiales específicos para el proceso de trabajo, como 
conseguir agua, utensilios, leña, etc. (Bonafé et al., 2022).

En cuanto a la distribución etaria de las/os trabajadoras/es de los cuidados comunitarios 
se ratifica que más de la mitad son de mediana edad (54,3%). El promedio de edad entre 
las/os inscriptos/as ronda los 33 años.

Nivel de estudios y calificación

En el sector predominan los/as trabajadores/as con estudios secundarios completos e in-
completos. Algunas personas tienen formación en cuidados específicos, como en el caso 
de los cuidados de personas adultas mayores o los/as talleristas de programas de acompa-
ñamiento al consumo problemático, entre quienes se cuentan psicólogos/as, y otros pro-
fesionales de la salud.

El nivel de calificación es mayor entre las trabajadoras de los jardines comunitarios, cen-
tros de primera infancia y centros de desarrollo infantojuveniles, en los que, por la Ley 
14.628, se requieren cargos docentes y directivos titulados. Además, en estos espacios al-
gunas personas poseen estudios de magisterio y formación en pedagogía.

Remuneración

La mayor parte de las personas inscriptas en el renatep cuenta con algún tipo de remune-
ración. El 61,2% de las registradas en la rama de servicios sociocomunitarios percibía, al 
momento del relevamiento de los datos, el programa Potenciar Trabajo y el 26,9 %, la Asig-
nación Universal por Hijo (auh). Solo el 16,1% percibía ambos programas, mientras que 
el 28%, ninguno de los dos. Cabe aclarar que el Potenciar Trabajo fue eliminado en 2024 
(Decreto 198 / 2024 del Poder Ejecutivo Nacional). Los/as beneficiarios/as fueron reasigna-
dos/as en el Programa Volver al Trabajo, para personas de entre 18 y 49 años de edad, y el 
Programa de Acompañamiento Social para mayores de 50 años de edad y para madres de 
cuatro o más hijas/os menores de 18 años. Por otro lado, el monto percibido como contra-
prestación de los servicios sociocomunitarios estaba estipulado en la mitad del Salario Mí-
nimo Vital y Móvil, pero en diciembre de 2023 se desvinculó del mismo y quedó congelado.

En el relevamiento exclusivo de la región amba (upbdp y utep, 2023), el 11,8% no recibe 
ninguna remuneración.
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El relevamiento para Córdoba muestra que la mitad de las mujeres encuestadas declara 
tener como única actividad laboral y como principal fuente de ingresos su trabajo en co-
medores y merenderos. Sin embargo, no todas ellas reciben una retribución por las tareas 
que realizan. Por su parte, casi la totalidad de los trabajadores varones relevados declara 
una segunda ocupación remunerada por fuera de los espacios sociocomunitarios (Bonafé 
y otras, 2022).

Los casos de trabajo sin remuneración son más frecuentes en los comedores y merende-
ros. “Se trata de personas que se acercan a colaborar” (Fournier 2022), “se trata de lógicas 
de intercambio con poca presencia o ausencia de una retribución monetaria” (oit y otros, 
2022).

“La falta de reconocimiento, jerarquización y la invisibilización del trabajo de cuidado 
no está solamente vinculada a la naturalización de estas actividades como propias de las 
mujeres, fruto de un discurso dominante sobre cierta espontaneidad de tales tareas, sino 
también a un profundo desconocimiento y a una escasa valoración de las competencias, 
saberes y habilidades que han incorporado las mujeres en diversos ámbitos” (Zibecchi, 
2020).

Modalidades de contratación

Diversas modalidades de contratación se superponen en los espacios comunitarios. Tra-
bajadores/as en la completa informalidad, monotributistas, monotributistas sociales, 
asalariados/as y una alta incidencia del pluriempleo entre las trabajadoras del sector, que 
se ocupan en varios trabajos de distinta intensidad además de realizar el trabajo de cuida-
do en sus propios hogares.

Algunas trabajadoras que realizan tareas cotidianas en los centros complementan los 
ingresos que perciben con trabajo de limpieza o cuidado en casas particulares, venta de 
productos de belleza, venta de comida, participación en ferias populares para la comercia-
lización de productos manufacturados u otras actividades propias de la economía popular. 
En el caso de las y los colaboradoras/es profesionales (en psicología, abogacía, contaduría, 
trabajo social, pedagogía) y de las y los talleristas especiales (en artes, deportes y oficios), la 
participación en los centros no es de carácter diario. Este tipo de perfiles suelen combinar 
sus trabajos principales con las tareas que realizan en los centros comunitarios y sus redes.
El pluriempleo se cuantifica en el amba, donde 9 de cada 10 trabajadores/as comunitarios/
as tienen un segundo empleo y 82% de las personas consultadas está a cargo de las tareas 
domésticas en su hogar.

En Córdoba, la mitad de las trabajadoras declara tener otra actividad por fuera de los es-
pacios sociocomunitarios, en tanto casi la totalidad de los trabajadores varones relevados 
declara una segunda ocupación remunerada por fuera de los espacios sociocomunitarios 
(fce/unc 2022).
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Se ve en estos procesos cómo las trabajadoras sociocomunitarias enfrentan una triple jor-
nada laboral, donde articulan su rol productivo, reproductivo y de gestión comunitaria. A 
sus jornadas de trabajo remunerado y no remunerado, se suman las tareas de organiza-
ción de merenderos, comedores, ollas populares y otros espacios de asistencia a la comu-
nidad, así como también la gestión de proyectos, reclamos y soluciones para dar respuesta 
a las problemáticas del barrio (Quiroga Díaz y Gago, 2018).

Carga horaria y jornada laboral

En el relevamiento del amba en promedio, las y los trabajadores dedican en promedio 21 
horas semanales a cumplir tareas en los espacios comunitarios de cuidados; cerca de 4 
horas diarias que suelen extenderse debido a las situaciones imprevistas que emergen 
durante la jornada laboral y a la multiplicidad de problemáticas que abordan (upbdp, 
utep, 2023).

También en el relevamiento de Fournier (2022) se encontró que las jornadas de trabajo 
en los jardines comunitarios, en los dispositivos de cuidado y educación de la primera 
infancia y/o centros de desarrollo infanto‒juvenil suelen estar estructurados por turnos 
de 4 horas. Algunas trabajadoras/es realizan doble turno y otras/os asisten 2 o 3 veces por 
semana. Dicha asignación suele estar sujeta a los incentivos monetarios disponibles. Los/
as talleristas realizan jornadas de 6 horas dos veces por semana.

En Córdoba, las mujeres invierten estimadamente 5,5 horas diarias que se extienden a 7 
en el caso de las trabajadoras de referencia en esos espacios. También se encontró que, en 
promedio, las mujeres dedican 4 días a la semana (el 40% trabaja 5 o más días) y los varones 
promedian los 3 días. Por lo tanto, al extender la dedicación semanal, se encuentra una 
marcada brecha de género: las mujeres dedican cuatro horas más en el promedio semanal 
al trabajo sociocomunitario que los varones (Bonafé y otras, 2022).

A pesar de que gran parte de las personas cumplen una jornada laboral de pocas horas, los 
estudios señalan que muchas veces el tiempo acordado se extiende, destacándose la flexi-
bilidad y adaptabilidad de las y los trabajadoras/es para abordar situaciones y necesidades 
de diversa índole que surgen en lo cotidiano (upbdp y utep, 2023).
 
Condiciones materiales de trabajo

Grabois y Pérsico (2019) señalan que, en términos de condiciones materiales de trabajo, la 
economía popular se caracteriza por tener:

muy poco capital constante (maquinaria)
escasa tecnología
baja productividad (en términos capitalistas)
informalidad en el intercambio
condiciones precarias de trabajo
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Un hecho común de los cuidados comunitarios es que muchas veces los espacios que se 
consiguen para llevar a cabo las actividades no son del todo aptos para la función que pre-
tenden desplegar.

En cuanto a infraestructura y equipamiento, los datos exponen situaciones de precariedad 
en el relevamiento del amba: más del 90% de los espacios comunitarios de cuidados fun-
cionan en un lugar fijo que, en casi la mitad de los casos (45,6%), suele ser la vivienda de 
uno/a de los/as trabajadores/as, mientras que la otra mitad se divide en aquellos espacios 
que funcionan en un local propio (18,7%), en un lugar prestado (8,9%) o alquilado (8%). 
Resulta preocupante que un 13% no cuenta con un espacio donde desarrollar sus tareas de 
cuidado, por lo que realiza sus actividades en la calle (upbdp, utep, 2023).

También a nivel nacional, se señala que la mayoría de las y los trabajadoras/es realiza sus 
tareas en espacios domiciliarios (propios y ajenos) cuestión que se puede vincular por un 
lado a las características propias de algunas ramas y ocupaciones específicas y por otro a 
una posible imbricación de actividades productivas y reproductivas (renatep, 2021).

Distribución territorial

Respecto a la distribución territorial, datos del renatep para el total del país muestran que 
la mayor cantidad de quienes se inscribieron en esta rama se concentra en la provincia de 
Buenos Aires: 46,5% del total nacional. Luego se ubican Chaco (6,5%), Salta (5,7%) y Tucu-
mán (5,1%). El 36,3% restante presenta una alta dispersión a lo largo del país, con inscrip-
ciones por provincia que no llegan al 5% (renatep, 2022).

La zona geográfica con mayor cantidad de inscripciones en servicios sociocomunitarios es 
el centro del país, con el 60,1%. En segundo lugar, la región del Noroeste Argentino con el 
17,6% de personas inscriptas, en tercer lugar, el Noreste Argentino con el 12,7%, en cuarto 
lugar, la región Cuyo (5,9%) y finalmente la Patagonia, con apenas el 3,7% del total nacional.

Los servicios comunitarios en las encuestas de hogares

Las encuestas de hogares son los instrumentos más aptos para contar con información 
actualizada acerca de la evolución de los empleos comunitarios. Sin embargo, una revi-
sión a los diseños de algunas de ellas sugiere que por el momento no se encuentran del 
todo adaptadas para captar las modalidades de trabajo comunitario, que, como se analizó, 
trascienden las trayectorias laborales tradicionales. 

Una revisión de los formularios de encuesta así como de los microdatos de la Encuesta 
Nacional de Uso del Tiempo (ENUT) 2021, de la Encuesta Permanente de Hogares (EPH) y 
de la Encuesta Nacional sobre la Estructura Social (ENES), sugiere que si bien estas inda-
gan en relación a los trabajos comunitarios, no permiten avanzar en la identificación de la 
tipología de los mismos, la población beneficiaria u otras características necesarias para la 
elaboración de políticas tendientes a la visibilización y mejora de estos empleos.
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CONCLUSIONES

Los cuidados comunitarios tienen un rol fundamental en el apoyo a los hogares más vul-
nerables. Mejoran directamente las posibilidades de enfrentar el hambre, la pobreza y 
la exclusión. La discusión en torno a la financiación de un sistema de cuidado no puede 
ignorarlos.

Estos cuidados son, además, una vía fundamental que tiene el Estado para alcanzar 
a estos segmentos de la población con políticas de cuidado, a la vez que vuelven más 
eficiente y democrática la gestión de recursos.

A pesar de las dificultades para su medición, en Argentina el sector de cuidados co-
munitarios ha superado el millón de trabajadores y trabajadoras, equivalente al 5% 
de la población ocupada en marzo de 2023.

De los espacios comunitarios que se consideran parte del conjunto de cuidados, el de 
mayor incidencia es el de comedores y merenderos, que concentra aproximadamen-
te el 65% de los trabajadores y trabajadoras del sector. Si bien su surgimiento puede 
estar asociado a situaciones de emergencia alimentaria, con el tiempo estos espacios 
comienzan a integrar otras funcionalidades, transformándose en organizaciones 
territoriales con trayectorias vecinales, como centros de cuidado infantojuveniles 
(Fournier, 2022), centros culturales barriales, talleres de arte y, en general, espacios 
para la socialización de niños/as, adolescentes y jóvenes.

La información acerca de las y los trabajadores y de las condiciones laborales en que 
se desempeñan, es necesaria para avanzar en una estrategia de reconocimiento y 
formalización del sector. Para este informe se pudo contar con los registros renatep 
y con relevamientos realizados por organizaciones sociales y organismos especiali-
zados que discrepan entre sí en cuanto a los propósitos del relevamiento, el momen-
to del registro y el área de cobertura, pero son de utilidad a los fines de entender las 
dimensiones y características de los cuidados comunitarios.

En general, se concluye que las trabajadoras representan la amplia mayoría de la ocu-
pación en el sector. El nivel de calificación promedio se encuentra en torno de los es-
tudios secundarios completos o incompletos, con excepción del sector de educación, 
para el que se requiere titulación para ejercer ciertos cargos directivos y docentes, y 
de algunos talleristas, que deben ser profesionales de la salud.

Se observan numerosas modalidades de contratación. Trabajadoras/es informales, 
monotributistas, monotributistas sociales y asalariados/as. La incidencia del plu-
riempleo alcanza al 80% de las y los trabajadores en el relevamiento del amba.

La mayoría de las y los trabajadores declaró percibir una remuneración, predominan-
temente en la forma de un programa Potenciar Trabajo (actualmente discontinuado). 
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En tanto no se tiene información de remuneración adicional, los mencionados pro-
gramas equivalían al 50% del salario mínimo vital y móvil hasta diciembre de 2023, 
en que el monto quedó congelado y se desvinculó del salario mínimo. Según los rele-
vamientos, tanto en amba como en Córdoba, existe una porción considerable de tra-
bajadoras/es que no percibe ninguna remuneración. Esta situación es más frecuente 
en el sector de comedores y merenderos.

Una revisión a los resultados de la enut 2021 y a los microdatos de la enes 2015 y 
eph 2024, sugiere que los formularios y los clasificadores de actividad utilizados en 
las encuestas de hogares vigentes no permiten captar en toda su dimensión las mo-
dalidades de empleo comunitario. Sería interesante poder aprovechar el gran caudal 
de información demográfica, de ingresos y de mercado laboral contenida en la eph.

Las características cualitativas y cuantitativas de las y los trabajadoras/es son el in-
sumo necesario para el diseño de estrategias de formalización de empleo y recono-
cimiento de derechos laborales, entre ellos el referido a una remuneración justa y a 
la seguridad social.
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SECCIÓN III. LA ACCIÓN PÚBLICA

“A partir de la crisis del coronavirus emerge de manera dramática la cuestión de los cuida-
dos de personas dependientes y poblaciones vulnerables. Las circunstancias del contexto 
de la pandemia provocan una dedicación mayúscula de familias (y mujeres) en aislamiento 
en muchos sectores, y de esfuerzos comunitarios extraordinarios en barriadas y pobla-
ciones en condiciones de pobreza. En todos los casos el protagonismo de la acción siguió 
estando en manos de mujeres” (Sanchís, 2020 pp. 9).

Coincidentemente, desde el Estado se dio lugar a un conjunto de iniciativas para fortalecer 
el segmento de cuidados en todas sus dimensiones. Esto abarcó esfuerzos por mejorar las 
condiciones laborales de las y los trabajadores, la infraestructura y los espacios de cuidado 
comunitarios y el establecimiento de políticas y programas públicos tendientes a consoli-
dar una institucionalidad para el apoyo y promoción del sistema de cuidado.

Estos esfuerzos se tradujeron en la creación de registros, implementación de programas 
y formulación de políticas públicas. Aunque no siempre resulta posible determinar el gra-
do de actualización y mantenimiento que tienen, se destacan los siguientes insumos/ele-
mentos de sistematización:

Registro Nacional de Trabajadoras y Trabajadores de la Economía Popular

El renatep, ya mencionado, se constituye como un primer paso para el reconocimiento y 
la formalización de los/as trabajadores/as de la economía popular por parte del Estado. 
Entre los últimos datos difundidos, se informan 3.618.606 registros durante el período 
comprendido entre el mes de julio del 2020 y el 4 de abril de 2023. De estos, entre un 25% y 
30% se desempeñan en cuidados comunitarios.

Registro Nacional de Comedores y Merenderos (renacom)

Con una lógica similar al renatep, este registro permite contar con información precisa acer-
ca de cada uno de los comedores y merenderos que organizaciones de la sociedad civil llevan 
adelante en los barrios de todo el país brindando asistencia alimentaria de forma gratuita a 
personas en situación de vulnerabilidad social. En junio de 2024, este registro daba cuenta 
de la existencia de 34.782 comedores en los que colaboraban 134.449 personas en todo el país.

Leyes y proyectos legislativos

Asimismo, desde el ámbito legislativo se impulsaron proyectos tendientes a proteger los 
empleos de la economía popular, incluyendo a las y los trabajadores en espacios socio‒co-
munitarios. Algunos de estos proyectos se concretaron en forma de leyes, mientras que 
otros solo fueron presentados.
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Ley de Emergencia Social, Economía Popular y Salario Social Complementario 27.345 
(14/12/2016).

 Tiene por objeto promover y defender los derechos de los/as trabajadores/as que se des-
empeñan en la economía popular, en todo el territorio nacional, con miras a garantizar-
les alimentación adecuada, vivienda digna, educación, vestimenta, cobertura médica, 
transporte y esparcimiento, vacaciones y protección previsional, con fundamento en las 
garantías otorgadas al “trabajo en sus diversas formas” por el artículo 14 bis de la Consti-
tución Nacional y al mandato de procurar “el progreso económico con justicia social”. La 
Ley disponía también el reemplazo progresivo de distintos programas por el Salario Social 
Complementario (Ley 27.345, Infoleg).

Resolución 121/2020. Programa Nacional de Inclusión Socio-Productiva y 
Desarrollo Local “Potenciar Trabajo”. Ministerio de Desarrollo Social de la Nación.

Se crea el programa Potenciar Trabajo, que implementa una prestación económica del 
Salario Social Complementario, con el propósito de contribuir a mejorar el empleo y ge-
nerar nuevas propuestas productivas para promover la inclusión social para personas en 
situación de vulnerabilidad social y vincular este tipo de programas con el trabajo. Se 
propuso también llevar adelante diversas acciones que promovieran la economía social y 
popular.

Decreto 780/2022. Consejo de la economía popular  y el salario social complementario. 

Promueve en favor de las cooperativas de trabajo de la economía popular el otorgamiento 
del 30 % de la obra pública nacional bajo la modalidad de contratación que corresponda, 
en la realización de obras de hasta $300.000.000, monto que será actualizado conforme 
lo disponga la autoridad de aplicación, y tomando como indicativas las especialidades de 
dichas cooperativas.

Proyecto de Ley: Programa nacional de trabajadoras y trabajadores de comedores
y merenderos comunitarios8 ‒ Expediente: 2316‒D‒2023. 

Este proyecto propone la creación del Programa Nacional de Trabajadoras y Trabajadores 
de Comedores y Merenderos Comunitarios y el Régimen de Trabajadoras y Trabajadores 
de Comedores Comunitarios como nueva modalidad de contratación, para toda persona 
residente en un barrio popular del territorio argentino que desempeñe un rol como traba-
jadora o trabajador en comedores y/o merenderos populares por 24 o más horas semana-
les. El proyecto propone la regulación de todos los aspectos del trabajo, establece un salario 
mínimo y un formato de pago, la obligatoriedad de asignar una aseguradora de riesgos 
del trabajo para las/os trabajadores/as, la prohibición del trabajo de menores de 16 años 
y la regulación horaria para personas de entre 16 y 18 años de edad, entre otras garantías.

8. Presentado al Congreso Nacional por la Diputada Natalia Zaracho en 2022.
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Proyecto de Ley: Ley de sistema nacional integral y federal de cuidados
“Cuidar en igualdad”.9 03/05/2022

Tiene por objeto la creación y consolidación de un Sistema Nacional Integral y Federal de 
Cuidados (snifc), como conjunto de acciones y medidas orientadas al diseño e implemen-
tación de políticas públicas destinadas a la promoción del desarrollo de la autonomía de las 
personas en situación de dependencia, su atención y asistencia en condiciones de calidad 
e igualdad en todo el territorio nacional, a través de un modelo solidario que promueva 
una organización social del cuidado corresponsable entre familias, Estado, comunidad y 
mercado, con perspectiva de derechos y en clave de igualdad de géneros. En el ámbito co-
munitario, reconoce y busca fortalecer el trabajo de cuidados. Propone la creación de un 
registro de espacios comunitarios de cuidado por el Poder Ejecutivo Nacional, y determina 
la remuneración de las/os trabajadoras/es de comunitarias/os, además de la ampliación 
de la oferta de formación (Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diversidades, et al, s.f.d). 

Otras propuestas para el sector de cuidados comunitarios: 
Programas de Buen Gobierno

En noviembre de 2019, un conjunto integrado por legisladores de distintas fuerzas po-
líticas y organizaciones sociales desarrollaron algunas propuestas de políticas públicas, 
principalmente para los sectores populares postergados. El eje relacionado con el trabajo 
incluía una sección de Fortalecimiento del trabajo socio-comunitario (Murga, Delfino y 
Caviedes, 2019).

La propuesta visualiza un conjunto de acciones para el reconocimiento y valorización del 
trabajo comunitario de cuidados que se realiza cotidianamente en comedores barriales, 
merenderos, centros de cuidado infantil, espacios de promoción para la salud, centros 
culturales, clubes barriales y centros de prevención de consumo problemático, por par-
te de trabajadores y trabajadoras de la economía popular. En pos de ello, se fomentan la 
mejora y el fortalecimiento de los espacios comunitarios barriales que funcionan para el 
desarrollo de estas actividades.

Entre los objetivos específicos del Programa de Buen Gobierno se establecen:

Crear un Registro Nacional de Espacios Comunitarios Barriales
Garantizar el acceso de los/as trabajadores/as comunitarios/as a derechos laborales 
específicos de su actividad, como un uniforme característico que las reconozca en su 
rol, la estructuración horaria de sus actividades, el mejoramiento de las condiciones 
y el ambiente donde realizan sus tareas y el cobro de un plus por reconocimiento 
salarial
Realizar capacitaciones certificadas
Brindar equipamiento específico

9. Presentado al Congreso Nacional en mayo de 2022 por el Poder Ejecutivo Nacional.
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Implementar líneas de fomento para mejoramiento de la infraestructura, el equipa-
miento y el desarrollo institucional de cada espacio comunitario barrial

Alternativas para la formalización de las y los trabajadores en cuidados comunitarios

Los relevamientos de los puestos de trabajo comunitarios dieron cuenta de una gran varie-
dad de acuerdos laborales, incluyendo modalidades asalariadas, trabajadores/as en pose-
sión de programas públicos de empleo, como el discontinuado Potenciar Trabajo, así como 
“formas de trabajo totalmente informales, sin ningún tipo de registro ni reconocimiento”. 
En síntesis, aún “no existe una normativa que reconozca a las y los trabajadores de cuidado 
comunitario como sujetos plenos de derecho con todas las garantías propias del trabajo 
decente” (oit, 2022, pp. 5).

En el marco de los cuidados comunitarios, existe un vínculo importante entre empleo co-
munitario, informalidad y pobreza.

Desde el punto de vista de la mejora de las condiciones y el cumplimiento de derechos la-
borales, es importante identificar alternativas de política pública para el reconocimiento y 
formalización de los empleos comunitarios.

A pesar de ser un fenómeno multicausal, la informalidad laboral está muy vinculada a la 
presencia de trabajo por cuenta propia. Además, la incidencia del empleo informal entre 
los trabajadores independientes se magnifica entre aquellos que desarrollan tareas no ca-
lificadas u operativas, que tienen bajos niveles de educación, cuyas jornadas laborales son 
reducidas (es decir que están subempleados), que se desempeñan en emprendimientos con 
bajos niveles de inversión en capital y en establecimientos unipersonales, que permanecen 
como independientes por falta de un empleo asalariado y entre aquellos que tienen bajos 
ingresos laborales (Apella y Casanova, 2008; Contartese et al.; 2011, citado en oit, 2014).

La informalidad laboral se caracteriza también por la presencia de los llamados segmentos 
críticos, cuyo rasgo es la persistencia de “núcleos duros” de precariedad e informalidad. En 
Argentina, la incidencia del empleo no registrado se redujo 14,5 puntos porcentuales entre 
2003 y 2012, al pasar de 49% a 34,4% (Bertranou y Casanova, 2013). Sin embargo, hacia el 
final de ese período, los segmentos de alta informalidad continuaban siendo los mismos 
que en 2003: el trabajo doméstico, el trabajo cuentapropista, el trabajo agrario y el empleo 
asalariado en la construcción y el comercio (Bertranou y Casanova, 2015).

La elevada informalidad laboral no solo es un problema presente para el sistema previsio-
nal —pérdida de recaudación de aportes y contribuciones—, sino que también impacta en 
el sistema de asistencia social y de salud (cippec, 2024).

Por último, se estima que entre el 60 y 80% de los empleos que se recuperaron en la re-
gión después de la pandemia de Covid‒19, lo hicieron en condiciones de informalidad; la 
Argentina no es una excepción (cippec, 2024).



50

Los motivos de la informalidad en los trabajos sociocomunitarios no son evidentes ni reco-
nocen una única causa. Además de las razones expresadas, la falta de registro y formaliza-
ción podría estar asociada al origen de los servicios y cómo estos son percibidos. Muchas 
veces se trata de experiencias inicialmente asimilables a una prestación ocasional que se 
termina consolidando como una actividad periódica, con una población que no siempre 
es estable, tanto desde el punto de vista de la demanda como de la oferta. Estos empleos 
configuran una entidad que no siempre son reconocidos como trabajo.

Como se observó, las tipologías de trabajos comunitarios son diversas y variadas. Sin em-
bargo, todas ellas deberían poder considerarse en la categoría de empleo. Existen ejem-
plos de trabajadores/as que se organizaron para alcanzar formas de registración, acceso a 
la seguridad social y atención médica para sí mismos/as y para sus dependientes. En este 
sentido, un caso interesante para estudiar es el de los/as recuperadores/as urbanos/as de 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Son un conjunto de 6.500 trabajadores/as aproxi-
madamente, considerados/as empleados/as públicos/as, por brindar un servicio de sanea-
miento urbano, cuentan con obra social y ven cumplidos otros derechos laborales.

El caso de las/os recuperadoras/es urbanas/os en la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires

La actividad de recolección informal de residuos para su posterior recuperación de ma-
teriales y venta para reciclaje se expandió en las grandes ciudades de Argentina y de la 
región, como resultado del proceso de degradación del mercado de trabajo y de la conse-
cuente expulsión de miles de trabajadores de las modalidades de empleo en relación de 
dependencia y otras formas autónomas de menor intensidad, que no pudieron mantener-
se a causa de la crisis de empleo e ingresos de comienzos de siglo xxi.

En el año 2014 se crearon en la Ciudad de Buenos Aires 4.500 puestos de trabajo para los/
as recuperadores/as urbanos/as que se encuentran formalizadas/os y, mediante el apoyo 
del gobierno local, han mejorado sus condiciones de trabajo para resguardar su salud y su 
seguridad, así como para acceder a una obra social y a los elementos necesarios para cum-
plir con su tarea, entre los que se encuentran uniformes, bolsones, camiones y colectivos. 
Entonces existían también 12 cooperativas trabajando en la ciudad, encargadas de recolec-
tar de manera exclusiva los materiales reciclables secos, integradas al Servicio Público de 
Higiene Urbana en el año 2002 por el servicio público prestado (gcba, 2014).

Las cooperativas separan el material recolectado, estableciendo relaciones directas con la 
industria del reciclado, aunque independiente de su comercialización. Como contrapres-
tación por dicho trabajo, los cooperativistas reciben en forma directa del Estado una asig-
nación denominada incentivo. En el mes de abril de 2024 ese incentivo era de $200.000, 
constitutivo de los ingresos de las y los trabajadores, que se complementaban con la venta 
del material recolectado. El salario de las/os recuperadoras/es se compone de una parte 
fija y una variable que depende de la cantidad de material recolectado (Tuchin, 2023).
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En 2023, las 12 cooperativas nucleaban a 6.500 trabajadores/as, que gestionaban diaria-
mente 7.200 toneladas de residuos.

La experiencia de las/os recuperadoras/es urbanas/os en la Ciudad de Buenos Aires puede 
aportar elementos inspiradores para las y los cuidadoras/es comunitarias/os. Un esquema 
similar podría ser un primer paso para su formalización, explorando alternativas mixtas 
con aportes del Estado y de la propia comunidad. Al igual que quienes trabajan en recupe-
ración de materiales, las y los cuidadoras/es comunitarias/os brindan un servicio público 
que, por otro lado, es esencial. En esta misma línea se ha pronunciado la oit (2022), al ex-
presar que el trabajo comunitario de cuidado bien podría verse como un servicio público 
de gestión comunitaria (oit, 2022).
 
Monotributo social: inclusión en la protección social

Esta figura tributaria se creó en el año 2004 como respuesta desde la economía social a las 
múltiples iniciativas de carácter solidario que proliferaron como consecuencia de la crisis 
de finales de 2001, y que se desarrollaban en la informalidad.

Situado dentro del diagrama impositivo catalogado como Régimen Simplificado para Pe-
queños Contribuyentes, el monotributo social se dirige a estimular y facilitar la incorpo-
ración a la economía formal de aquellos actores en situación de vulnerabilidad social que 
desempeñan, de forma individual o colectiva, actividades productivas, comerciales o de 
servicios. A través de esta opción tributaria, el Estado cubría los aportes previsionales y 
facilita el acceso a una obra social de un colectivo de limitado caudal de recursos que se 
desenvuelve comercial y productivamente al margen de la regularidad impositiva y previ-
sional (Torres, 2018)10.

Cabe aclarar que, hasta 2024, el monotributo social  no tenía costo para las personas que 
percibían el Potenciar Trabajo, pero el actual gobierno modificó la normativa y dispuso 
que deberán pagar el 50%.

Esta modalidad de registro está dirigida a personas que:

Realizan una única actividad económica de forma independiente.
Trabajan en relación de dependencia y su salario bruto es inferior a una jubilación 
mínima.
Forman parte de una cooperativa de trabajo con un mínimo de 6 asociados/as.

Además, es compatible con algunos programas sociales como:

10. La primera versión de la “Ley de Bases y Puntos de Partida para la Libertad de los Argentinos” presentada en 
2024, preveía la eliminación del monotributo social. El correspondiente artículo fue rechazado y se mantiene la 
vigencia de esta modalidad impositiva. En 2024 el Ministerio de Capital Humano estableció la obligatoriedad del 
reempadronamiento para todos/as los/as beneficiarios/as del Monotributo Social que se encontraran incluidos/
as en los programas Acompañamiento Social, Volver al Trabajo y Microcrédito. Además, a partir de octubre [estos 
beneficiarios] deberán pagar el 50% del costo de su obra social (afip, 2024).
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Asignación Universal por Hijo
Asignación por Embarazo para Protección Social
Jubilaciones y pensiones que no superen el haber mínimo
Programas de inclusión social del Ministerio de Capital Humano.

Este régimen permitió que más de 620.000 trabajadores y trabajadoras, más casi la misma 
cantidad de adherentes, del sector más vulnerable de la población, queden resguardados 
de la informalidad absoluta, con acceso a una obra social y al sistema jubilatorio (Miche-
letto, 2024).

Las características mencionadas hacen del monotributo social una alternativa plausible 
que puede resultar eficaz para formalizar los trabajos sociocomunitarios.

Financiamiento del esfuerzo fiscal para ampliar cuidados

La decisión de una nueva inversión pública trae consigo el debate de los recursos para su 
financiamiento, un elemento clave en la provisión de los cuidados.

Se ha mostrado muchas veces cómo el modelo de financiamiento público en Argentina 
contiene sesgos que penalizan relativamente más a las mujeres. Esto se observa tanto en la 
fase de recaudación como de asignación del gasto y también en las exenciones impositivas 
que componen los gastos tributarios.

El sistema tributario argentino está fuertemente basado en la aplicación de impuestos 
indirectos, principalmente por el Impuesto al Valor Agregado (iva), que es el principal ge-
nerador de ingresos fiscales: representaba el 24% de los mismos en 2022. Este impuesto 
recae sobre todas las etapas de producción, distribución y consumo y afecta de manera 
generalizada la prestación de servicios. Es un impuesto regresivo, porque las personas 
de sectores sociales con menos recursos, destinan una proporción mucho mayor de sus 
ingresos al pago del iva que quienes tienen más. Al abordar el análisis en términos de gé-
nero, la desigualdad se profundiza, dado que las mujeres son mayoría entre las personas 
más pobres y porque, al tener la responsabilidad de la sostenibilidad de la vida, gastan una 
mayor proporción de sus ingresos en bienes de consumo y cuidado personal en compara-
ción con los varones (Cori Santos, 2023). 

En cuanto a la asignación del gasto público, el Proyecto de Ley de Presupuesto para 2025 
enviado por el Poder Ejecutivo para su aprobación al Congreso Nacional, contiene un pro-
fundo sesgo en contra de mujeres y niñas. Entre otros ejemplos, puede mencionarse la 
eliminación de partidas presupuestarias fundamentales para la prevención y asistencia 
ante la violencia de género, como el Programa Acompañar y la Línea 144; la disminución, 
respecto de lo ejecutado en ejercicios anteriores, del presupuesto destinado al fortaleci-
miento edilicio de jardines infantiles y a la inversión en infraestructura social y del cuida-
do en general. Asimismo, si bien las partidas para Asignación Universal por Hijo (auh) y 
Asignación Universal por Embarazo (aue) registran aumentos en relación a lo ejecutado 
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en ejercicios anteriores, se elimina el ajuste automático de estas prestaciones, lo que de-
jaría a las familias bajo dos riesgos: la posibilidad de reducciones por decisiones discre-
cionales y la pérdida de valor debido a la inflación (Asociación Civil por la Igualdad y la 
Justicia, 2024).

Finalmente, existe un conjunto de gastos tributarios o exenciones impositivas que otorga 
el gobierno, como la exención de ganancias a magistrados y funcionarios del Poder Judi-
cial y las exenciones tributarias que reciben el sector minero y grandes empresas de econo-
mía del conocimiento. En 2024 los gastos tributarios representaron un 3,48% y se estima 
una suba a 3,54% en 2025 (Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia, 2024b). Al abordar 
el análisis en términos de género, tal como se observó anteriormente con la incidencia tri-
butaria, son los varones los que tienen más probabilidades que las mujeres de beneficiarse 
con las exenciones y/o beneficios tributarios en impuestos directos, como el impuesto a 
las ganancias o patrimoniales, dado que son los que tienen mayor poder adquisitivo y, en 
general, son los propietarios de inmuebles, muebles y acciones (Cori Santos, 2024). 

En un contexto de recaudación, gasto y exenciones impositivas que contiene sesgos desfa-
vorables a las mujeres en varias de sus etapas, el financiamiento del sistema de cuidados 
de salud, educación, cuidados de larga duración y de los cuidados comunitarios sería una 
contribución a la mejora distributiva en términos de justicia de género en la asignación 
de los ingresos fiscales. Las inversiones en cuidado, como se mostró en las secciones an-
teriores, originan un círculo virtuoso, especialmente relacionado a la creación de empleo, 
que podría generar ingresos tributarios de magnitud y compensar los montos invertidos 
en su ampliación.

CONCLUSIONES

En el conjunto de los trabajos comunitarios existe una multiplicidad de modalidades 
de contratación, que abarcan formas asalariadas, planes de empleo y otras formas 
de participación en el empleo totalmente informales. La creación de registros para 
trabajadores/as de la economía popular, la identificación de comedores y merende-
ros, los registros de trabajadores/as en cuidados, dan cuenta de algunos esfuerzos 
por identificar la oferta de trabajo en el segmento socio‒comunitario, para poste-
riormente dar lugar a procesos de formalización laboral. Estas iniciativas también 
encuentran apoyo en algunas leyes y proyectos legislativos.

Sin embargo, se trata de iniciativas impulsadas durante el gobierno que concluyó 
en diciembre de 2023, en tanto que en la actualidad no se mantuvo la vocación por 
acompañar a los sectores del cuidado ni de proteger a los/as trabajadores/as en si-
tuación de vulnerabilidad. Antes bien, estudios realizados informan que de 47 po-
líticas de cuidados relevadas, el actual gobierno argentino en 6 meses de gestión 
derogó o desmanteló 24 políticas, otras 16 están en peligro de ser discontinuadas y 
solo 7 se mantienen vigentes (cels, 2024). De esta forma, si bien algunos registros y 
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programas permanecen activos, no es posible visualizar el rol que tendrán en el futu-
ro como elementos de apoyo a la formalización de trabajadores/as.

Algunos/as trabajadores/as de otros rubros productivos, como recuperadores/as ur-
banos, muestran experiencias de salida de la precarización y la informalidad, con 
acceso a los beneficios de la seguridad social para sí mismos y para sus dependientes. 
El monotributo social representa una alternativa para la inclusión de trabajadoras/es 
comunitarias/os en la protección previsional y obra social. Los programas de capaci-
tación de cuidadores impulsados y financiados por el Estado también colaboran con 
los esfuerzos de formalizar la oferta. A esto deben agregarse propuestas de distintas 
procedencias con potencial para materializarse en acciones concretas para el reco-
nocimiento y formalización de la/os trabajadoras/es comunitarias/os.

El financiamiento de los cuidados, en un contexto fiscal regresivo y desfavorable a las 
mujeres, puede aportar justicia distributiva y de género, además de generar ingresos 
fiscales que compensen los montos invertidos, o que atenúen la incidencia de estos 
montos en relación a los presupuestos provinciales.
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SECCIÓN IV. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES DE POLÍTICA PÚBLICA 

A lo largo del informe se recorrió la situación de los cuidados en la Argentina contemporá-
nea, tanto en base a la información generada en el marco de los informes de costeos para 
las provincias de Buenos Aires, La Rioja y Neuquén, así como a una variedad de fuentes de 
información referidas a los cuidados comunitarios.

Los costeos brindan una estimación del esfuerzo fiscal necesario y de los impactos eco-
nómicos resultantes de ampliar en dichas provincias los servicios de educación, salud y 
cuidados de larga duración, entre el año 2022, determinado como línea de base y el año 
2030. Esta información resulta clave para la planificación económica y la implementación 
coordinada de la agenda de los cuidados.

Además de analizar los resultados de las estimaciones, se intentó poner de relieve algunos 
aspectos técnicos de los costeos que pueden tener un impacto significativo en la confor-
mación del costo final, y se tornan más visibles cuando la metodología de estimación se 
adapta para ser implementada en dominios subnacionales.

Respecto de la metodología implementada (desarrollada por onu Mujeres y oit en 2021), 
se observaron aspectos relacionados con la selección de los subsectores de cuidado inclui-
dos en el marco de financiamiento, señalando el valor que tendría, en términos de infor-
mación para la política pública, la posibilidad de trascender los subsectores de educación, 
salud y cuidados de larga duración para incluir también los cuidados comunitarios.

En cuanto a los parámetros de la metodología de estimación de costos de ampliar el sis-
tema de cuidado, se comentó el nivel salarial que se establece como objetivo para algunos 
subsectores. Sin desconocer que por hipótesis los empleos proyectados deben verificar las 
condiciones de trabajo decente, y que además estos empleos muchas veces se correspon-
den con puestos de trabajo históricamente mal retribuidos que demandan una recompo-
sición impostergable, el comentario intenta advertir que para algunos subsectores, el nivel 
salarial establecido con criterio unificado, podría tener como efecto una sobreestimación 
en la inversión final necesaria para ampliar el sistema de cuidado.

En igual sentido, se introdujo la discusión en torno a las ratios de beneficiariaos/as por 
cuidador/a. En educación, Argentina cuenta con una baja ratio de estudiantes por docen-
te, incluso en comparación con países de altos ingresos. En salud, cuenta con una cantidad 
de profesionales de la salud por cada 100.000 habitantes mayor al recomendado por los 
organismos especializados. Si bien las ratios son valores promedio que encierran fuertes 
disparidades regionales, reducir estas ratios en la búsqueda de una mejora de la calidad de 
la prestación, podría tener como efecto una sobreestimación en la inversión final necesa-
ria para ampliar el sistema de cuidado.
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En la metodología implementada, también se señaló que el peso de las inversiones nece-
sarias para ampliar cuidados respecto del Producto Bruto Geográfico (pbg) podría mo-
derarse si se introdujeran hipótesis de crecimiento económico. Dado que las inversiones 
se proyectan al año 2030, podría argumentarse que el pbg se incrementará en el lapso 
comprendido entre la línea de base y ese año, lo cual resultaría en la necesidad de destinar 
un menor porcentaje del pbg para atender las necesidades de financiamiento del sistema 
de cuidado.

Por último, en cuanto a la demanda de calificaciones y creación de empleo, se comentó que 
la metodología permite estimar los volúmenes de empleo necesarios para atender una de-
manda de cuidado creciente, pero no contempla que las y los trabajadores que ocupen esos 
puestos deberán tener calificaciones específicas, todo lo cual conlleva un tiempo y un costo 
y la necesidad de articular los diseños curriculares con las calificaciones requeridas para 
el cuidado. Asimismo, los volúmenes de empleo proyectados, en algunos casos resultaron 
elevados en comparación con el tamaño del mercado de trabajo provincial.

En cuanto a los resultados que se obtuvieron en los costeos, se constata que la situación 
actual de los cuidados se encuentra distante de una situación ideal en la que la totalidad 
de la demanda para educación, salud y cuidados de larga duración se encuentre cubierta. 
Las provincias de Buenos Aires, Neuquén y La Rioja deberán realizar un esfuerzo fiscal del 
6,6%, 19,7% y 25,5% del pbg respectivamente para alcanzar en 2030 los escenarios de máxi-
ma ambición en relación a la calidad y la cobertura de los cuidados.

En tanto no se logre una mayor articulación en las políticas de cuidado y mientras no se 
avance hacia escenarios de mejor calidad y cobertura, la organización del cuidado seguirá 
actuando como un vector de desigualdad de género y social. Entre otros condicionantes, 
los fuertes estereotipos de género explican que las mujeres sigan cargando con la respon-
sabilidad de los cuidados y del trabajo reproductivo dentro del hogar, en tanto los hombres 
la responsabilidad por el trabajo productivo fuera del hogar.

Por el contrario, las inversiones en cuidado tienen la virtud no solo de romper con la lógica 
de las inequidades de género, sino de aportar beneficios económicos en la forma de una 
importante creación de empleos para mujeres y varones. Por el lado de la demanda laboral, 
se crearían empleos directos en los sectores de cuidado impactados por las inversiones 
(educación, salud y cuidados de larga duración), que serían ocupados mayormente por 
mujeres, debido a la elevada tasa de feminización que detentan dichos sectores. Los em-
pleos indirectos e inducidos beneficiarían a toda la población, incluyendo una importante 
proporción de hombres en sectores como la construcción de la infraestructura necesa-
ria para acompañar el ingreso de los/as nuevos/as beneficiarios/as de los cuidados. Esta 
distribución por género de los empleos creados responde a los estereotipos vigentes; es 
de esperar que pierdan predominancia y los empleos puedan ser ocupados por mujeres y 
varones en forma más igualitaria.
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La provisión de los cuidados también daría lugar a la creación de empleo por el lado de la 
oferta laboral. Esta beneficiaría mayormente a las mujeres, quienes en la actualidad car-
gan con la mayor responsabilidad de los cuidados no remunerados y, por lo tanto, dispon-
drían de tiempo para el trabajo en el mercado, el estudio y la especialización en diversas 
ramas de la economía. Estos empleos también tendrán efectos multiplicadores, proyec-
tando creación de puestos de trabajo en otros sectores de la economía. 

Los nuevos empleos y el mayor volumen de ingresos en el hogar impulsan el nivel de gasto 
en la economía y aumentan los ingresos fiscales, haciendo más sostenibles las inversiones 
y reduciendo el peso de su incidencia en los presupuestos provinciales.

En cuanto a las y los cuidadoras/es comunitarias/os, que durante la pandemia tuvieron 
un rol crucial (y en cada contexto de crisis económica, sanitaria o ambiental) para con-
tener las necesidades de cuidado de las infancias, de las personas adultas mayores y con 
dependencia en los barrios vulnerables, siguen teniendo un papel fundamental una vez 
que la crisis sanitaria ha sido superada. Por ello es importante incluirlos en los ejercicios 
de costeos. Desde el punto de vista de sus derechos, los/as trabajadores/as comunitarios/
as se encuentran desprotegidos/as la mayoría de las veces, a pesar de la existencia de una 
miríada de acuerdos laborales al interior del sector.

Los registros de trabajadores/as y de los espacios de cuidado son una iniciativa potente 
para proceder con su identificación y formalización, aunque deben destinarse recursos 
para la continuidad de su gestión y que los registros se traduzcan en condiciones de traba-
jo con cumplimiento efectivo de derechos laborales.

Existen experiencias en otros sectores productivos como los/as recuperadores/as urba-
nos/as que pueden inspirar procesos de formalización de trabajadoras y trabajadores con 
un sistema de financiamiento mixto. Además, el monotributo social es un instrumento 
impositivo diseñado a la medida de contribuyentes cooperativos o de pequeña escala que 
valdría la pena incorporar en las opciones para la formalización.

Un elemento clave en relación a la provisión de los cuidados es su financiamiento. Además 
de los beneficios económicos descriptos, especialmente en la forma de creación de empleo 
e ingresos e impulso económico, la inversión en cuidados puede mejorar la justicia dis-
tributiva y de género en un contexto en el cual la recaudación tributaria, el gasto público 
y los gastos tributarios son generalmente regresivos y penalizan relativamente más a las 
mujeres.
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